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PROCEDIMIENTO: Reclamación por el Artículo 17 N°6 de la Ley 20.600. 
RECLAMANTE: GABRIELA SIMONETTI GREZ 
RUT: 16.431.287-9 
RECLAMANTE: MARÍA JAVIERA STIPICIC ESCAURIAZA 
RUT: 10.665.253-8 
RECLAMANTE: GREGOR STIPICIC ESCAURIAZA 
RUT: 10.659.100-8 
RECLAMANTE: ANA STIPICIC ESCAURIAZA 
RUT: 10.660.208-5 
RECLAMANTE: VICTORIA PAZ BELEMMI BAEZA 
RUT: 16.949.662-5 
APODERADO: DIEGO ALONSO LILLO GOFFRERI 
RUT: 15.341.783-0 
APODERADO: EZIO COSTA CORDELLA  
RUT: 15.384.461-5 
RECLAMADO: DIRECTOR EJECUTIVO SERVICIO EVALUACIÓN AMBIENTAL  

_____________________________________________________________________________ 

EN LO PRINCIPAL: Reclamación por el Artículo 17 N°6 de la ley N° 20.600; EN EL PRIMER 
OTROSÍ: Acompaña Documentos; EN EL SEGUNDO OTROSÍ: Solicita medidas cautelares; EN 
EL TERCER OTROSÍ: Señala forma de notificación; EN EL CUARTO OTROSI: Forma de 
Representación. 

ILUSTRE TRIBUNAL AMBIENTAL (3°) 

DIEGO LILLO GOFFRERI, abogado, cédula nacional de identidad número 15.341.783-0; y EZIO 
COSTA CORDELLA, abogado, cédula nacional de identidad número 15.384.461-5; ambos 
domiciliados en Mosqueto 491, oficina 312; en representación, según se acreditará, de 
GABRIELA SIMONETTI GREZ, Rut 16.431.287-9; MARÍA JAVIERA STIPICIC ESCAURIAZA, 
cédula nacional de identidad Nº 10.665.253-8; GREGOR STIPICIC ESCAURIAZA, cédula 
nacional de identidad Nº  10.659.100-8; ANA STIPICIC ESCAURIAZA, cédula nacional de 
identidad Nº 10.660.208-5; y VICTORIA PAZ BELEMMI BAEZA, cédula nacional de identidad 
Nº 16.949.662-5, a SS. Respetuosamente decimos: 

Que venimos a interponer Reclamación del Artículo 17, número 6) de la Ley 20.600, en su 
relación con los artículos 30 bis y 20 de la Ley 19.300, en representación de quienes se indica, 
en contra del Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, por la dictación de la 
resolución exenta N° 1113/2018 de fecha 24 de septiembre del año 2018, que revirtiendo la 
decisión de la Comisión de Evaluación de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena (en 
adelante SEA Magallanes) calificó favorablemente el proyecto “Incorporación de Tronadura 
como Método Complementario en la Extracción Mecánica de Material Estéril en Mina Invierno” 
(en adelante, indistintamente “proyecto Tronaduras” o Proyecto Incorporación Tronaduras), y 
resolvió las reclamaciones por falta de consideración de observaciones ciudadanas interpuestas 
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en contra de la  Resolución Exenta Nº 006/2018 de la Comisión de Evaluación Ambiental de la 
Región de Magallanes y la Antártica Chilena (en adelante SEA Magallanes o Comisión de 
Evaluación) solicitando que se deje sin efecto en razón de los argumentos de hecho y derecho 
que a continuación se exponen. 

I. CUESTIONES DE FORMA 

1. Acto reclamado 

Según señala el artículo 17 Nº 6) de la Ley 20.600, el Tribunal Ambiental es competente para 
conocer “de la reclamación que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la 
determinación del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo 
cuando sus observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación 
ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley N° 19.300, en 
relación con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación 
el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente 
Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su 
caso”.  

La resolución en contra de la que se interpone reclamación, es la resolución exenta N° 
1113/2018 de fecha 24 de septiembre del año 2018, que resolvió rechazar las reclamaciones 
administrativas interpuestas por indebida consideración de observaciones ciudadanas en contra 
de la resolución de calificación ambiental del proyecto (en adelante, indistintamente “Resolución 
Nº 1113/2018 o “Resolución del Director Ejecutivo”) y a la vez, revertir la decisión de la Comisión 
de Evaluación, aprobando el proyecto previamente rechazado.  

2. Legitimación activa 

Como SS. Ilustre podrá constatar en el expediente de evaluación ambiental del proyecto  
“Incorporación de tronadura como método complementario en la extracción mecánica de material 
estéril en Mina Invierno”, todos los reclamantes que suscriben la presente acción participaron 
como observantes durante el periodo de participación ciudadana de la evaluación del proyecto e 
interpusieron sendas reclamaciones administrativas ante el Director Ejecutivo del Servicio de 
Evaluación Ambiental, tal como figura en la Resolución reclamada, por lo que, en cumplimiento 
de los artículos 30 bis y 20 de la Ley 19.300 y 17 número 6) de la Ley 20.600, se encuentran 
legitimados para la interposición de esta reclamación jurisdiccional. 

3. Plazo 

El plazo de interposición se encuentra establecido en los artículos 30 bis y 20 de la ley 19.300 de 
Bases del Medio Ambiente. El artículo 30 bis señala que “Cualquier persona, natural o jurídica, 
cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la 
resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de 
reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de 
la resolución.”  

Por su parte el artículo 20 de la ley 19.300 señala en su inciso 4° que “de lo resuelto mediante 
dicha resolución fundada se podrá reclamar, dentro del plazo de treinta días contado desde su 
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notificación, ante el Tribunal Ambiental, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 y 
siguientes de esta ley”. 

En cuanto a la naturaleza del plazo de presentación de la presente reclamación, es pertinente 
considerar lo dispuesto en el artículo 88 del mismo cuerpo legal, el cual reza del siguiente modo: 

“Artículo 88. Todos los plazos establecidos en esta ley serán de días hábiles entendiéndose 
que son inhábiles los días sábados, domingo y festivos”. 

En el mismo sentido se ha expresado el Ilustre Segundo Tribunal Ambiental, en su Acta Nº 35-
2016, que uniforma los plazos de las acciones del artículo 1, señalado en su resuelvo primero: 

Que los plazos de las acciones contempladas en los numerales 1), 3), 5), 6), 7) y 8) del 
artículo 17 de la Ley Nº 20.600, constituyen plazos de días hábiles administrativos, 
entendiéndose por inhábiles los días sábados, domingos y festivos, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 25 de la Ley 19.880 que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos 
que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

Lo anterior ha sido aplicado de forma uniforme tanto por los Tribunales Ambientales como por la 
Excma. Corte Suprema. 

En consideración a que la resolución reclamada fue dictada con fecha 24 de septiembre de 2018 
y notificada  mediante carta certificada del mismo día, es del todo acertado señalar que la 
presente reclamación se ha interpuesto dentro del plazo legal. 

4. Competencia de este tribunal  

De acuerdo al inciso segundo del numeral 6) del artículo 17 de la Ley 20.600, la competencia de 
la reclamación por indebida consideración de las observaciones ciudadanas se asigna según la 
regla siguiente: 

Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que 
haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director 
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso. 

En virtud de lo anterior y en consideración a que el proyecto “Incorporación de tronadura como 
método complementario en la extracción mecánica de material estéril en Mina Invierno”, se 
encuentra ubicado en Isla Riesco, área geográfica que corresponde a la competencia territorial 
de este Ilustre Tribunal, es que resulta necesario concluir que esta judicatura es la legamente 
llamada a conocer del presente caso. 

II. LOS HECHOS 

Con fecha 9 de noviembre del año 2015 se presentó la Declaración de Impacto Ambiental del 
proyecto “Incorporación de tronadura como método complementario en la extracción mecánica 
de material estéril en Mina Invierno”, a instalarse en los terrenos de la Estancia Invierno, ubicada 
en la parte sureste de la Isla Riesco, en la costa que bordea el seno Otway, comuna de Rio 
Verde, Región de Magallanes y Antártica Chilena.  

Durante la evaluación de dicho proyecto se abrió un procedimiento de participación ciudadana, 
en el que nuestros representados realizaron numerosas observaciones ciudadanas, muchas de 
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las que no fueron debidamente consideradas en los fundamentos de la RCA pese a que esta 
finalmente fue de rechazo (Resolución Exenta Nº 006/2018).  

Por tal motivo, con fecha 21 de febrero del año 2018 se reclamó de la resolución para que las 
razones esgrimidas por los observantes para rechazar el proyecto fuesen debidamente 
consideradas. Al mismo tiempo, el titular del proyecto, con fecha 23 de febrero del año 2018, 
también interpuso reclamación administrativa ante el Director Ejecutivo del Servicio de 
Evaluación Ambiental.  

Con fecha 24 de septiembre el Director Ejecutivo resolvió sobre las reclamaciones, rechazando 
las presentadas por mis representados y acogiendo la reclamación del titular del proyecto, lo que 
tuvo como consecuencia revertir la inicial RCA de rechazo y otorgar autorización al titular para 
incorporar tronaduras a su proyecto.  

Como se desarrollará más adelante, las argumentaciones vertidas por la resolución del Director 
Ejecutivo (N° 1113/2018) no se hacen cargo de los impactos del proyecto ni de las 
reclamaciones presentadas por los observantes de participación ciudadana. Por el contrario 
parece tener presente otras consideraciones que poco tienen que ver con la protección del 
medio ambiente.  

En razón de lo anterior y de las consideraciones que se pasan a exponer es que solicitamos 
dejar sin efecto la Resolución N° 1113/2018 del Director Ejecutivo, manteniendo la decisión de 
rechazo de la Comisión de Evaluación de Magallanes.  

III. EL DERECHO 

1. FALTA DE INFORMACIÓN ESENCIAL EN EL COMPONENTE 
PALEOBOTÁNICO: 

1.1. Antecedentes de la reclamación 

Las observaciones presentadas respecto al componente Paleontológico refieren a la alteración 
de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los 
pertenecientes al patrimonio cultural (obs. 11.4.41.4 de la RCA), teniendo como base las 
observaciones de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), organismo que 
manifestó que no se puede determinar la no afectación del patrimonio cultural indígena y que 
cabe la probabilidad de la existencia de un sitio arqueológico no detectado, por la condición de 
las zonas a intervenir.  Asimismo, se observa que no se elaboró informe paleontológico, el que 
es determinante para corroborar la existencia o no de piezas paleontológicas (obs. 11.4.39.42 de 
la RCA) 

Dado que las observaciones no fueron debidamente consideradas en la Resolución de 
Calificación Ambiental, se interpuso el debido recurso de reclamación ante la Dirección Ejecutiva 
del SEA (en adelante, indistintamente D.E.), la que, mediante la Resolución 1113/2018, resolvió 
quelos considerandos Nº 3 (considerando que describe los fundamentos de la Comisión de 
Evaluación de la Región de Magallanes para calificar desfavorablemente el proyecto) y 12 (que 
indica rechazar la DIA del proyecto de acuerdo al artículo 19 inciso 3º de la ley 19.300) de la 

Fojas 4
cuatro



	
	
	

5	

RCA 6/2018, carecen de la fundamentación necesaria para rechazar el Proyecto. Esto debido a 
que: 

1. La D.E. concluye que el área en que se ejecutan las tronaduras es la misma área del 
rajo ya evaluada por el EIA Original, de acuerdo con la información del procedimiento de 
evaluación (Considerando 33.10.2 de la R.E. 1113/2018). 

2. La D.E. señala que las tronaduras, de acuerdo con lo declarado por el Titular, no 
generarían proyección, voladura o desplazamiento masivo del material, por lo que no 
incorpora un impacto adicional, ya que se desarrollarán sobre los mismos sectores y 
solo generarán una prefracturación de la roca, persistiendo las obligaciones o medidas 
de resguardo señaladas por los oficios Ord. N° 1967/2012 del CMN y N° 231/2012 del 
SEA Regional, respecto a los rescates de hallazgos paleontológicos y deberes de 
información de las actividades, sin perjuicio de los compromisos voluntarios adicionales 
que introduce el Proyecto a través de su Adenda Complementaria. (Considerandos 
33.10.3 y 33.10.4). 

3. Continúa la D.E. señalando que la formación Loreto tendría una superficie estimada de 
36.230 há, respecto de las cuales el rajo de Mina Invierno (487 há) representa solo un 
1,34%, por lo que no se cumple por sí mismo el criterio de magnitud en la intervención 
que se requiere para estimar que los impactos de las tronaduras sobre el componente 
paleontológico sean significativos, de acuerdo a los artículos 11, letra f), de la ley N° 
19.300 y 10, inciso 3, letra a) del RSEIA. (Considerando 33.10.5) 

4. Finaliza haciendo hincapié en la “Guía de Evaluación de Monumentos Nacionales 
Pertenecientes al Patrimonio Cultural en el SEIA" del SEA, del año 2012, indicando que 
el Consejo de Monumentos Nacionales, en su oficio Ord. Nº 2459/2018, informó que los 
afloramientos de la formación Loreto no tendrían las características de singularidad 
requeridas para calificar sus alteraciones como significativas, ya que en otros 
yacimientos de esta misma unidad se habría descrito flora de idéntica composición. 
(Considerando 33.10.6) 

5. Respecto de la posibilidad de afectación de sitios con valor arqueológico y 
paleontológico debido a las actividades del proyecto (Considerando 34.6), señala la D.E. 
que las observaciones sobrepasan alcances de la RCA 6/2018 y discuten aspecto 
evaluados en el EIA Original y que no son modificados por esta DIA, además de temas 
de cumplimiento de la RCA N° 25/2011, no siendo la Dirección Ejecutiva del SEA el 
órgano competente sobre dicha materia, conforme a la normativa vigente. 

1.2. La importancia de la formación Loreto 

La importancia de los hallazgos paleontológicos recuperados de la Formación Loreto presente 
en Mina Invierno ha sido destacada de manera abundante en los informes paleontológicos y 
paleobotánicos realizados por el Dr. Marcelo Leppe y su equipo. Estos informes han sido 
realizados para cumplir con los requisitos establecidos por el Consejo de Monumentos 
Nacionales.  
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La Formación Loreto es una unidad geológica fosilífera que se distribuye de manera discontinua 
desde el norte de Puerto Natales hasta Punta Arenas por el Sur, en la que se encuentran 
asociados yacimientos de carbón. La Formación Loreto abarca el período de hace 38 millones 
de años y 23 millones de años antes del presente. 

La paleobotánica de la Formación Loreto, según informa Leppe (2011), ha sido estudiada a 
través del registro de distintas partes de las plantas que existieron que permiten su estudio en el 
presente: polen fósil, madera fósil y hojas fósiles. De acuerdo a los antecedentes en la literatura 
científica revisados por Leppe (2011), la flora de ese período del pasado en esa localidad habría 
estado dominada por angiospermas en los estratos arbóreos, herbáceos y arbustivos, con 
dominancia del género Nothofagus, que junto a Podocarpaceae, Araucariaceae, Myrtaceae, 
Cunoniaceae, Gunneraceae, Caryophyllaceae y Proteaceae, habrían conformado ensambles 
afines a la actual Selva Valdiviana de la flora templado-húmeda del centro-sur de Chile. 

A partir de la revisión paleontológica de los testigos geológicos, el  Dr. Leppe1 señaló la 
presencia de flora fósil con buen a muy buen grado de preservación, indicando que sería la 
mejor representada de la Formación Loreto. Leppe destaca que se trataría de una flora fósil 
valiosa tanto por diversidad, como por explosividad. En este informe, donde registraron 178 
improntas de hojas y se reconocen 27 organoespecies de paleomegaflora, destaca la presencia 
de al menos dos morfos de Araucariaceae, ramas de Cupressaceae en excelente estado de 
conservación, el primer registro de una Sapindaceae afín a Cupania patagónica en la Formación 
Loreto, y un ensamble botánico relativamente diferente entre los sectores oeste y noreste de la 
Estancia Invierno. Entre los hallazgos paleobotánicos singulares, es notable la presencia de un 
musgo fósil, grupo taxonómico que requiere de condiciones muy particulares para su 
preservación en el registro paleontológico2 y el hallazgo de un sistema radicular con nódulos de 
Rhizobium. Es decir, los hallazgos paleontológicos reconocidos cuentan con características de 
preservación y probablemente, con condiciones específicas durante el proceso de fosilización 
que permitieron preservar este tipo singular de resto paleontológico.  

En los informes posteriores, Leppe et al. (2016)3 describe en el informe de enero del 2016 que la 
diversidad de morfotipos es equivalente a un 50% de la flora conocida hasta entonces para toda 
la Formación Loreto. Señala, a continuación, que los monitoreos permiten un horizonte de 
estudio paleobotánico que podría dar a conocer una flora fósil sin precedentes para la botánica 
chilena. 

																																																																				
1Leppe, M. 2011. Evaluación Paleobotánica de la Estancia Invierno, Isla Riesco, Región de Magallanes y Antártica 
Chilena. Estudio N°11054-1. Informe Final. P&M Ingeniería Ltda. 31 de mayo 2011. 28 pg. 
2 Lacey, W.M. 1969. Fossil Bryophytes. Biological Review 44:189-205. 
3Leppe M., S. Kaempfe, C. Trevisan, T. Wilberger& H. Mansilla.2016a. Monitoreo Paleontológico de Mina Invierno, 
Isla Riesco. Región de Magallanes y Antártica chilena. Informe de Avance.  P&M Ingeniería Ltda. 25 de enero de 
2016. 58 pp.  
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En el informe de Junio 2016, Leppe et al. (2016)4, señalan que la diversidad representada 
alcanza 47 morfotipos de hojas, equivalente a más del 300% de la diversidad conocida 
previamente para la Formación Loreto, señalando que se trata de la primera investigación 
detallada en la Formación. Es decir, a partir de la investigación paleobotánica realizada en Mina 
Invierno por Leppe y su equipo, el conocimiento de la flora fósil en la Formación Loreto, que al 
inicio de la investigación an Mina Invierno el año 2011 debe haber alcanzado unos 15 morfotipos 
de hojas, ha incrementado tres veces en sólo 5 años de investigación. Pueden revisarse más 
antecedentes relacionados con los hallazgos paleontológicos en Mina Invierno en el Informe que 
se acompaña esta reclamación (Paleontología en Hacienda Invierno, Dra. Fernanda Salinas 
Urzúa. 

1.3. La evaluación ambiental del componente paleobotánico en los proyectos 
Mina Invierno e Incorporación de tronaduras. 

Para entender cómo es que la resolución reclamada en este acto aborda la evaluación del 
componente paleobotánico, resulta forzoso referirse a la evaluación del mismo componente en el 
proyecto Mina Invierno, aprobado como se ha dicho por la RCA 25/2011. Ello, en consideración 
a que la propia resolución reclamada se refiere a este acto para establecer sus conclusiones de 
que el proyecto Tronaduras no comprendería un impacto distinto al del proyecto original donde 
fue supuestamente estudiado el componente y donde se habrían establecido las medidas de 
mitigación, compensación o reparación que sirven para hacerse cargo de tales impactos. 

En lo sucesivo demostraremos que tales conclusiones no se corresponden con la información 
disponible en ambos expedientes, para lo cual es necesario revisar cómo se evaluó el 
componente paleobotánico, primero en la Resolución 25/2011 y luego en la Resolución 
1113/2018. 

a) Proyecto Mina Invierno (EIA). 
Durante la tramitación del Estudio de Impacto Ambiental, el Consejo de Monumentos Nacionales 
realizó observaciones en 3 ordinarios (Nº 34 de 26 de febrero de 2010, Nº 410 de 22 de julio de 
2010 y Nº 5558 del 11 de noviembre de 2010).  

El oficio Nº 34 del CMN se refiere a la descripción de proyecto y a la línea de base. Requiere 
aclarar si la línea de base del proyecto actual intervendrá el camino Y-560 y cuáles son las 
modificaciones que se quieren realizar en éste. Asimismo, solicita indicar en el “Informe 
consolidado Sobre Patrimonio Cultural” el tipo de subdivisión u ordenamiento que se utilizó para 
realizar las inspecciones visuales y la calidad de las variables de visibilidad, obstrusividad y 
accesibilidad para cada tramo o polígono utilizado en cada una de las prospecciones reportadas, 
mapas de áreas prospectadas y de influencia y enviarlos informes arqueológicos desarrollados a 
los largo de los diversos proyectos con la firma de los arqueólogos responsables o en su defecto 
el Informe consolidado Sobre Patrimonio Cultural firmado por un arqueólogo responsable. 

																																																																				
4Leppe M., S. Kaempfe, C. Trevisan, H. Mansilla& T. Wilberger. 2016. Monitoreo Paleontológico de Mina Invierno, 
Isla Riesco. Región de Magallanes y Antártica Chilena. Informe Final- Fase I.  P&M Ingeniería Ltda. 20 de Junio de 
2016. 60 pp. 
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En el oficio Nº 410, por su parte, solicita entregar una línea de base consolidada, pues hasta el 
momento existían tres diferentes que no fueron elaboradas para tal proyecto específicamente, 
sino que fueron elaboradas por diferentes equipos de trabajo y con metodologías implementadas 
no equivalentes.  

El oficio Nº 5558 se pronuncia conforme respecto del proyecto, pero condicionado a una serie de 
acciones tales como cercado perimetral, recolección de hallazgos por un arqueólogo, 
implementación de charlas de inducción arqueológica al personal y la obligación de informar al 
CMN sobre detección de nuevos sitios arqueológicos. Básicamente, el oficio en cuestión ordena 
al titular del proyecto cumplir con los artículos 25, 26 y 27 de la Ley  17.288 de Monumentos 
Nacionales.  

En este es punto es pertinente señalar que cumplimiento de norma no puede ser considerado 
como medida de mitigación, compensación o reparación, ya que son obligaciones 
completamente distintas y autónomas, siendo la primera generalmente obligatoria por emanar de 
una fuente normativa vinculante para el titular y la primera, una obligación específica que nace 
de la existencia de un impacto ambiental y tiene por finalidad hacerse cargo de él.  Esta idea 
proviene de lo resuelto por este Ilustre Tribunal en causa R-42-2017, en que se discutía si el 
cumplimiento de un permiso ambiental sectorial podía, a su vez, ser considerado como una 
medida de compensación: 

“Sexagésimo primero. Que, el art. 102 del antiguo RSEIA establecía que en el permiso 
para corta o explotación de bosque nativo, en cualquier tipo de terrenos, o plantaciones 
ubicadas en terrenos de aptitud preferentemente forestal, a que se refiere el art. 21 del DL 
No 701, de 1974, cuya corta o explotación sea necesaria para la ejecución de cualquier 
proyecto o actividad, con excepción de los proyectos a que se refiere el art. 3 letra m.1., 
«los requisitos para su otorgamiento y los contenidos técnicos y formales necesarios para 
acreditar su cumplimiento, serán los que se señalan en el presente artículo», y esto no es 
más que tanto en EIA como en DIA, «se deberá considerar la reforestación de una 
superficie igual, a lo menos, a la cortada o explotada». Se trata entonces, hasta ahora, de 
una compensación únicamente aritmética, que como debe realizarse por igual tanto en EIA 
como DIA, evidentemente no responde a la lógica de la compensación en caso de impactos 
significativos, pues los proyectos que ingresan por DIA no tienen estos impactos y por tanto 
no tienen que compensarlos. No obstante, para obtener el PAS 102 se debe compensar 
siempre. Siendo así, la compensación en el caso de existencia de impactos significativos 
debe tener como mínimo ese mismo objetivo, que no es más que mantener la situación 
base de superficie forestada; pero como el impacto significativo lo es desde un punto 
ambiental, pues no basta con la mera conservación de la superficie forestada, como bien 
argumenta la Reclamante, sino que en la medida de lo posible se replique el ecosistema 
que se proyecta destruir.”(énfasis añadido) 

Lo anterior –y antes de analizar el contenido de la RCA– obliga a concluir previamente que, pese 
a el Consejo de Monumentos Nacionales se pronunció conforme, no hay en su pronunciamiento 
condición alguna que pueda ser considerada como medida de mitigación, compensación o 
reparación, ya que solo exige cumplimiento normativo. Hasta acá, por tanto, si es que hay un 
impacto en el componente paleobotánico, este no tiene medida asociada. 
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Sin embargo, la RCA 25/2011 se aleja de esta lógica a partir de su considerando Nº 6, en que 
establece cuáles son los efectos, características o circunstancias del artículo 11 que el proyecto 
Mina Invierno genera, cuando se refiere al impacto sobre el componente de letra f), 
derechamente descarta la ocurrencia de impacto: 

6.2.3.- El artículo 11 letra f) de la Ley 19.300, señala que se deberá presentar un EIA si el 
proyecto genera alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, 
histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural. 

El proyecto no se encuentra cercano a Monumentos Nacionales definidos por la Ley Nº 
17.288. Tampoco altera ni deteriora temporal ni permanentemente construcciones, lugares 
o sitios que por sus características constructivas, antigüedad, valor científico, contexto 
histórico o por su singularidad, pertenezcan al patrimonio cultural. 

De acuerdo a los estudios de línea base, no se encontraron elementos pertenecientes al 
patrimonio cultural de orden antropológico, arqueológico y/o paleontológico en el área de 
afectación directa del Proyecto. Existen hallazgos localizados fuera de esta área, los cuales 
no se verán afectados. Por lo anterior se concluye que el proyecto no generará alteración al 
patrimonio cultural de la zona. (énfasis añadido). 

Así, la administración resuelve que no existe impacto sobre el componente paleontológico y, más 
aún, asegura que en el área de influencia no se encontraron hallazgos de este tipo. Como SS. 
Ilustre sabe sobradamente, si no existe impacto, es imposible que exista una medida de 
mitigación, compensación o reparación asociada.  

Luego, el componente vuelve a aparecer en el considerando 7.1.27. donde se establece una 
medida de recolección superficial de hallazgos, en línea por lo señalado por el Consejo de 
Monumentos Nacionales.  Nuevamente, esta medida se refiere a cumplimiento normativo y no 
mitigación, compensación o reparación, debido a que como se vio, el impacto sobre el 
componente no existe. 

El considerando 10.1. establece las condiciones de un plan de seguimiento del componente 
cultural, obligación de la cual derivan los informes de monitoreo paleontológico que utiliza la 
Comisión de Evaluación para rechazar el proyecto Tronaduras. 

El considerando 11.29. reitera que el proyecto no intervendrá monumentos históricos y 
monumentos arqueológicos, sin perjuicio de lo cual solicita el permiso ambiental sectorial del 
artículo 76 de la Ley de Monumentos Nacionales para la recolección de los hallazgos que se 
encuentran fuera del área de influencia. 

En resumen, podemos concluir que durante la evaluación ambiental el Estudio de Impacto 
Ambiental del proyecto Mina Invierno, se descartó por completo la ocurrencia de un impacto en 
el componente paleontológico, los estudios de línea de base concluyeron que en el área de 
influencia no existían hallazgos y no se adoptaron medidas fuera del plan de seguimiento y el 
plan de cumplimiento normativo. 

b) Proyecto Tronaduras (DIA) 
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La primera vez que aparece el componente paleobotánico en el expediente del proyecto 
Tronaduras, es a propósito de las observaciones que el Consejo de Monumentos Nacionales 
hace a la DIA, en el oficio Nº 3943 de 23 de diciembre de 2015. 

Este oficio parte de una base completamente distinta a aquella en que concluye la evaluación 
ambiental del proyecto Mina Invierno, en tanto asume que existen hallazgos paleontológicos en 
el área del proyecto.  Es decir, entre la aprobación del proyecto Mina Invierno y el ingreso a 
evaluación del proyecto Tronaduras, se pasó de un panorama en que no existía impacto sobre el 
componente paleontológico por no haber hallazgos en el área del proyecto, a un panorama 
donde es un hecho que en realidad sí existen hallazgos en el área del proyecto. Esta es una 
primera incoherencia sustancial a considerar en las conclusiones de esta sección. 

En lo relevante, el citado oficio establece una copiosa cantidad de información necesaria de 
complementar para definir adecuadamente la intervención del proyecto sobre el componente.  

El oficio 1579/2016 (11 de mayo de 2016),es particularmente elocuente al hacer presente que el 
titular no adjuntó una Línea de Base paleontológica en la evaluación del EIA Proyecto Mina 
Invierno y que este componente no fue evaluado por este organismo. Sin embargo, después de 
aprobada la RCA se realizó la evaluación paleobotánica para realizar el informe paleontológico, 
que arrojó la presencia de restos paleontológicos en las obras del proyecto. 

Frente a esto, el CMN reitera la solicitud de elaborar durante la presente evaluación ambiental un 
informe paleontológico (línea de base), que permita evaluar adecuadamente si serán afectados 
estos bienes durante la fase de ejecución del proyecto (no sólo paleobotánicos, sino también de 
otros grupos paleobiológicos), asimismo, solicita que el titular proponga a este organismo un 
plan de monitoreo paleontológico que se deberá ejecutar durante las fases de explotación de la 
mina (retiro de estériles, explotación niveles de carbón, etc.), a partir de la información que 
provea el informe paleontológico (línea de base) solicitado. 

Luego, el oficio Nº 448 (11 de septiembre de 2017) en su punto 3. señala que: 

“a. Se reitera nuevamente la solicitud de elaborar durante la presente evaluación ambiental 
un informe paleontológico (Línea de Base), que permita evaluar adecuadamente si serán 
afectados estos bienes durante la fase de ejecución del proyecto (no sólo paleobotánicos, 
sino también de otros grupos paleobiológicos).” 

Hasta acá la conclusión del Consejo de Monumentos es que no existe línea de base del 
componente paleontológico ni en el proyecto Mina Invierno ni en el proyecto Tronaduras, siendo 
esencial para la decisión de aprobación que se complemente la información faltante. Sin 
embargo, en un giro lógico absoluto y sin mediar nueva información aportada por el titular, el 
Consejo de Monumentos Nacionales en su oficio Nº 6054  (15 de diciembre de 2017), se 
pronuncia conforme con lo informado por el titular en su adenda en el tenor siguiente: 

“Sobre la base de los antecedentes expuestos en la presente Adenda, en donde se 
constata que la nueva metodología de pre-fracturación por tronadura (principalmente 
areniscas grises y depósitos glaciofluviales) que facilita el acceso a los niveles de 
productividad de carbón, no altera la metodología de extracción del material estéril, y que 
por lo tanto no afectará la metodología de extracción y recolección de improntas fósiles 
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durante los monitoreos de acuerdo a lo solicitado en el Ord. CMN N° 1967 del 11.05.2012, 
el titular declara que no se requiere de un informe paleontológico durante la etapa de 
evaluación. Respecto de lo anterior, este Consejo se declara conforme. “ 

El vuelco en la posición del Consejo de Monumentos Nacionales pasa de solicitar información de 
carácter esencial que conocidamente no se encuentra en el expediente de evaluación de 
ninguno de los dos proyectos (Mina Invierno y Tronaduras) a conformarse con la mera 
declaración del titular que el proyecto no afectará el componente, sin que exista nueva 
información que funde adecuadamente esta aseveración. 

Este salto lógico evidente es atendido por la Comisión de Evaluación, órgano que en uso de sus 
facultades discrecionales y a partir de un examen completo del expediente de evaluación, 
rechazó el proyecto por falta de información, en elconsiderando 12º de la RCA, en que se indica 
que:  

“conforme a lo señalado en el artículo 19 inciso tercero de la Ley N° 19.300, sobre Bases 
Generales del Medio Ambiente, "se rechazarán las Declaraciones de Impacto Ambiental 
cuando no se subsanaren los errores, omisiones o inexactitudes de que adolezca o si el 
respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental o cuando no 
se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable, de acuerdo a lo 
dispuesto en la misma Ley".  

Atendido lo anterior, corresponde rechazar el proyecto "Incorporación de Tronadura como 
Método Complementario en la Extracción Mecánica de Material Estéril" de Minera Invierno 
S.A., por cuanto existen antecedentes de que la incorporación de tronaduras en la 
extracción del material estéril de la Mina Invierno, afectaría el recurso paleontológico 
existente en la formación Loreto, lugar donde se desarrolla el proyecto, por lo que no es 
posible asegurar la no afectación o alteración de monumentos. Además: 

a) Existen antecedentes que dan cuenta de la existencia de afloramientos y registros 
fosilíferos de carácter singular, con un buen nivel de preservación, y de gran 
transcendencia para la comprensión de la riqueza paleobotánica regional y nacional, que se 
encuentran en las formaciones geológicas que se pretenden intervenir con la realización de 
las tronaduras y que podrían verse afectados con dicha actividad. 

b) Que la riqueza paleo botánica presente en el área de intervención del proyecto, no ha 
sido adecuadamente identificada ni reconocida a través de la incorporación de los estudios 
de línea de base o de caracterización de la componente paleontológica que fueron exigidos 
por el Consejo de Monumentos Nacionales en sus informes evacuados durante el proceso 
de evaluación. 

c) Que la falta de información antes anotada, no permite una adecuada evaluación de los 
efectos que significará la realización de tronaduras en los sitios y recursos paleontológicos 
presentes en el área de ejecución del proyecto. 

d) Que el carácter preventivo que rige a la Ley de Bases del Medio Ambiente, ante la 
eventual existencia de afectación al patrimonio paleontológico que conlleva la actividad de 
tronaduras, exige la existencia de mayor información y conocimiento para que ella pueda 
ser evaluada ambientalmente. 
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e) Que, en consecuencia, existe un grave riesgo de alteración de monumentos y de sitios 
con valor paleontológico con la realización de tronaduras, por lo que cabe concluir que se 
presenta en la especie el efecto, característica o circunstancia descrito en la letra f) del 
artículo 11 de la Ley N° 1 9.300, esto es, alteración de monumentos, sitios con valor 
antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio 
cultural, por lo que requiere ser evaluado a través de un Estudio de Impacto Ambiental, 
para asegurar el resguardo y conservación de dicho patrimonio.” 

La decisión de la Comisión de Evaluación es completamente coherente con la realidad del 
expediente de evaluación, en tanto no existe línea de base del componente paleobotánico, se 
determinó que existen hallazgos paleontológicos en el área de influencia del proyecto –no 
obstante el descarte inicial de le existencia de hallazgos en el área del proyecto– y, por tanto, la 
información disponible hace imposible determinar si se producen los efectos, carácterísticas o 
circunstancias del artículo 11 y , más aún, el alto riesgo de alteración de los sitios con valor 
paleontológico hacen presumir que esos efectos, en realidad, sí se presentan. 

Durante la fase  de reclamación administrativa de Resolución Exenta N°6/2018, el 31 de mayo 
de 2018, el Consejo de Monumentos Nacionales, mediante Ord. N°2459, informa al SEA la 
siguientes conclusiones: 

1. Que no es efectivo que los antecedentes presentados dan cuenta de la 
existencia de afloramientos y registros fosilíferos singulares, que serían afectados 
por las partes, obras y/o acciones del Proyecto. 

2. Que sí fueron  considerados los antecedentes relativos a la riqueza 
paleobotánica del área Proyecto durante el proceso de evaluación. 

3. Que se presentaron los antecedentes necesarios para descartar la alteración de 
sitios con valor paleontológico. 

En relación al punto 1. se puede decir que el Consejo de Monumentos Nacionales llega a esta 
conclusión en razón de que considera que en otros yacimientos de la Formación Loreto se han 
descrito floras de idéntica composición a la hallada en Isla Riesco, citando los trabajos de 
Fasola (1969)5, Tanai (1986)6, Torres et al. (2008)7, Torres et al. (2009)8, Otero et al. (2012)9 y 
Oshawa et al. (2017)10, sin incluir las referencias de los trabajos citados 

																																																																				
5 En referencia el estudio Fasola, A. 1968. Estudio palinológico de la Formación Loreto, en su lugar típico. Tesis de 
prueba para optar al Título de Geólogo, Universidad de Chile, Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas, 
Departamento de Geología, Santiago. 150 pp. 
6En referencia al estudio Tanai T. 1986. Phytogeographic and phylogenetic history of the genus Nothofagus Bl. 
(Fagaceae) in the Southern Hemisphere.Journal of Faculty of Science, Hokkaido University, series 4, 21: 505-582. 
7En referencia al estudio Torres, T., Otero, R., Palma-Heldt, S. (2008) Nuevos registros de tafloflora y Vertebrados 
Marinos en la Formación Loreto, Río de las Minas, Punta Arenas, Chile. In: Instituto Antártico Chileno (ed.) IV 
Simposio Latinoamericano sobre Investigaciones Antárticas y VII Reunión chilena de Investigación Antártica, 
Valparaíso, Chile. Libro de resúmenes: pp. 423-427 
8 En referencia al estudio Torres, T., Méon, H., Otero, R. & Galleguillos, H. 2009. Palinoflora y macroflora de la 
Formación Loreto, Punta Arenas, Región de Magallanes, Chile. XII Congreso Geológico Chileno. 
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Sin embargo, Fasola (1969) es un estudio palinológico, es decir, un estudio de polen fósil y no de 
hojas fósiles como las que se describen de manera abundante en Mina Invierno; Tanai (1986) es 
una revisión de la fitogeografía y filogenia del género Nothofagus, y por lo tanto, bajo ninguna 
circunstancia describe la flora fósil de la Formación Loreto; Torres et al. (2008; 2009) son 
presentaciones a Congresos y no son trabajos publicados en revistas científicas, por lo que la 
información presentada en tales trabajos no ha sido revisada por pares, el acceso a esa 
información es difícil, y de contarse con ella, es en general, somera; Otero et al. (2012) es una 
propuesta para el Eoceno Tardío para la Formación Loreto en la Península de Brunswick y no 
una revisión de la paleoflora de la Formación Loreto, y Oshawa et al. (2016) es el registro de una 
nueva especie de Araucariaceae en el Río de Las Minas, Punta Arenas, no una revisión de la 
paleoflora de la Formación Loreto.  

Es decir, El Consejo de Monumentos Nacionales se basa en documentos que no permiten llegar 
a la conclusión de la existencia de floras de idéntica composición a la hallada en Isla Riesco, y 
mucho menos, por lo tanto, puede aseverar que no se trata de una paleoflora singular. Por lo 
demás, en los mismos informes de Leppe et al. (2016) se muestran hojas de morfoespecies cuya 
taxonomía no es identificada ni si quiera a nivel de familia, demostrando que el potencial por 
descubrir nuevas morfoespecies es cuestión de tiempo, y que la paleoflora de la Formación 
Loreto, y por lo tanto, su composición, aún está lejos de ser conocida. Por otra parte, como se 
señaló previamente, en solo 5 años, el conocimiento de la paleoflora en la Formación Loreto se 
ha triplicado a raíz de los estudios realizados en Isla Riesco. Pueden revisarse más 
antecedentes en relación a las singularidades paleontológicas en Mina Invierno, en el Informe 
que acompaña esta reclamación: Paleontología en Hacienda Invierno, Dra. Fernanda Salinas 
Urzúa. 

En relación al segundo punto informado por el Consejo de Monumentos Nacionales Servicio de 
Evaluación Ambiental, se señala que se han reportado los antecedentes paleobotánicos en el 
área del proyecto mediante los informes paleobotánicos, de acuerdo a lo consignado en el 
considerando 10.2 de la RCA N°25/2011, y señala que las tronaduras se realizarán en la misma 
área del proyecto Mina Invierno. 

Sin embargo, tal considerando de la RCA N°25/2011 señala lo siguiente: 

10.2. - El Titular deberá entregar previo al inicio de las faenas un informe paleontológico del 
área de influencia del proyecto. Este informe deberá ser efectuado por un profesional con 
especialización en paleobotánica con título universitario. Dicho informe debe contener como 
mínimo los siguientes contenidos: 

-Revisión bibliográfica del área total del proyecto,  

																																																																																																																																																																																																						
9 En referencia al estudio Otero, R., Torres, T., Le Roux, J., Hervé, F., Fanning, C., Yury, R. & Rubilar D. 2012. A 
late Eocene age proposal for the Loreto Formation (Brunswick Peninsula, southernmost Chile), based on fossil 
cartilaginous fishes, paleobotany and radiometric evidence. Andean Geology 39 (1): 180-200. 
10 En referencia al studio Oshawa, TA., A. Yabe, T. Yamada, K. Uemura, K. Terada, M. Leppe, LF Hinojosa & H. 
Nishida. 2016. Araucarian leaves and con escales from the Loreto Formation of Río de Las Minas, Magellan Region, 
Chile. Botany 94:805-815.  
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-Una evaluación del terreno del área de influencia del proyecto, previa al inicio de las 
faenas. 

-Visita de evaluación, inmediatamente después del despeje de la capa vegetal. 

-Evaluación por el profesional a cargo de este estudio, de los testigos geológicos que hayan 
sido extraídos en la etapa de exploración del proyecto, para que estos datos sean 
incorporados al informe. 

-En el caso de que efectivamente se reconozcan materiales paleontológicos dentro del área 
de estudio, estos deben ser georreferenciados mediante puntos o polígonos en un plano 
con una escala adecuada y con una descripción detallada del tipo de hallazgo. 

A partir de la revisión del considerando 10.2 de la RCA N°25/2011, es evidente que al momento 
de otorgar la RCA al proyecto Mina Invierno, el SEA no contaba con un informe paleontológico 
del área a afectar, como lo señala el Consejo de Monumentos Nacionales en su Ord. N°1579, 
del 05 de Mayo 2016: 

“en la evaluación del EIA “Proyecto Mina Invierno”, el titular no adjuntó una Línea de Base 
paleontológica del área del proyecto, por lo cual, este componente no fue evaluado por este 
organismo. Sin embargo, después de aprobada la RCA se realizó la evaluación 
paleobotánica (…), el cual arrojó la presencia de restos paleontológicos en las obras del 
proyecto” (Ord. N°1579 Consejo de Monumentos Nacionales, 05 Mayo 2016, el destacado 
es nuestro), y solicita: 

“Se reitera nuevamente la solicitud de elaborar durante la presente evaluación ambiental un 
informe paleontológico (Línea de Base), que permita evaluar adecuadamente si serán 
afectados estos bienes durante la fase de ejecución del proyecto (no sólo paleobotánicos, 
sino también de otros grupos paleobiológicos” (Ord. N°1579, Consejo de Monumentos 
Nacionales, 05 Mayo 2016, énfasis añadido). 

“Se solicita que el titular proponga a este organismo un plan de monitoreo paleontológico 
que se deberá ejecutar durante las fases de explotación de la mina (retiro de estériles, 
explotación de niveles de carbón, etc.), a partir de la información que provea el informe 
paleontológico (Línea de Base) solicitado” (Ord. N°1579, Consejo de Monumentos 
Nacionales, 05 Mayo 2016). 

Por lo tanto, en el área de influencia del proyecto Tronaduras, si bien es la misma que la del 
proyecto Mina Invierno, no se realizó una Línea de Base Paleontológica para evaluar el 
patrimonio paleontológico presente en el área, y por lo tanto, los impactos de la actividad minera 
a partir de la extracción mecánica no han sido adecuadamente evaluados, así como tampoco se 
levantó una Línea de Base Paleontológica para el proyecto Tronaduras, y no se evaluó 
adecuadamente el impacto de incorporar las tronaduras al método de extracción sobre la 
integridad del patrimonio paleontológico.  

Respecto del tercer punto del informe del Consejo de Monumentos Nacionales, el organismo 
señala que los antecedentes para descartar la alteración de sitios de valor paleontológico fueron 
considerados sobre la base de los resultados de los monitoreospaleobotánicos que se llevan a 
cabo en Mina Invierno, de acuerdo al considerando 10.2 de la RCA N°25/2011, haciendo 
presente que el área de afectación es la misma que la del proyecto Mina Invierno. 
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Sin embargo, bajo ninguna circunstancia, los antecedentes presentados por el titular descartan 
la alteración de sitios de valor paleontológico, muy por el contrario, estos antecedentes destacan 
el valor y calidad del patrimonio paleontológico presente en el área. Asimismo, el titular no 
presenta evaluación alguna de la alteración que podrían generar las tronaduras sobre el 
patrimonio paleontológico. 

Por último, la Resolución 1113/2018, reclamada en estos autos, revierte la decisión de la 
Comisión señalando: 

“33.10.4. Por lo anterior, y considerando lo señalado por el CMN en sus oficios Ord. N° 
6054/2017 y Ord. N° 2459/2018, dichas actividades no incorporan un impacto adicional, ya 
que se desarrollarán sobre los mismos sectores y solo generarán una prefracturación de la 
roca, persistiendo las obligaciones o medidas de resguardo señaladas por los oficios Ord. 
N° 1967/2012 del CMN y N° 231/2012 del SEA Regional, respecto a los rescates de 
hallazgos paleontológicos y deberes de información de las actividades, sin perjuicio de los 
compromisos voluntarios adicionales que introduce el Proyecto a través de su Adenda 
Complementaria.” 

La decisión de la Dirección Ejecutiva es básicamente reiterar los oficios de conformidad del 
Consejo de Monumentos Nacionales que, a su vez, se basan exclusivamente en una respuesta 
del titular, no apoyada en nueva información que sustente que el proyecto Tronaduras no tendrá 
impactos sobre el componente paleontológico, un componente que durante toda la existencia del 
proyecto no ha sido sujeto a evaluación ambiental propiamente tal, sino solo a monitoreos y 
medidas de cumplimiento normativo. 

Más aún, el Director Ejecutivo establece como un punto incontrovertido que, al contrario de lo 
que señala la RCA 25/2011, el proyecto Mina Invierno si se emplaza sobre sitios con hallazgos 
paleontológicos de la formación Loreto –específicamente 487 hectáreas de dicha formación–. 
Sin embargo, a través de una mera operación aritmética determina, a su vez, que hace que no 
se cumpla con el criterio de magnitud para que se produzca el efecto del artículo 11 letra f), no 
obstante, como hemos dicho, el componente nunca ha sido realmente estudiado: 

“33.10.5. A mayor abundamiento, de acuerdo a la presentación del Proponente, de fecha 
24 de agosto de 2018, se ha estimado que la formación Loreto identificada en la Isla Riesco 
tendría una superficie estimada de 36.230 hectáreas, respecto de las cuales el rajo de Mina 
Invierno (487 hectáreas) representa solo un 1,34%, por lo que no se cumple por sí mismo el 
criterio de magnitud en la intervención que se requiere para estimar que los impactos de las 
tronaduras sobre el componente paleontológico sean significativos, de acuerdo a los 
artículos 11, letra f), de la ley N° 19.300 y 10, inciso 3, letra a) del RSEIA.” 

Acá se presentan dos argumentaciones paralelas e inconsistentes, pues la primera parece 
señalar que la información que falta (cuestión que tampoco es controvertido por el reclamado) no 
sería esencial, dado a que no hay un impacto. Este argumento es incoherente por si mismo, ya 
que se basa en primero descartar el impacto para, segundo, establecer que la información 
destinada a definirlo no es esencial.  

La segunda línea argumentativa, por su parte, utiliza un criterio de magnitud. Esta idea parece 
ser contradictoria con la primera, pues primero descarta un impacto sin base técnica para luego 
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decir que los impactos del proyecto no serían significativos, nuevamente sin base técnica. No se 
sabe si el reclamado considera si hay o no impacto, pues es técnicamente imposible de resolver 
la interrogante, ya que la variable no ha sido estudiada.  

Por último, la conclusión de la Dirección Ejecutiva respecto de la singularidad de los hallazgos no 
se condice con la información disponible, como mencionamos con detalle al referirnos al informe 
del Consejo de Monumentos Nacionales emitido para la fase de reclamación administrativa de 
este caso.  

Ello, pues, a pesar de que la Formación Loreto presente en Mina Invierno puede representar una 
pequeña fracción de la superficie total de la Formación, en solo 5 años (2011-2016), a partir de 
la investigación desarrollada por Leppe y su equipo, se triplicó el número de organoespecies de 
flora reconocidas para toda la formación, cuenta con registros en excelente grado de 
conservación de singularidades como musgos y sistemas radiculares con nódulos de bacterias 
fijadoras de nitrógeno, cutículas bien preservadas, etc., que permiten realizar diversos estudios 
de paleoclima, interacciones planta-animal, entre muchos otros, y aún cuenta con material 
paleontológico por identificar. 

1.4. La falta de información esencial como causal de rechazo de los proyectos 
sometidos a evaluación 

Por las razones que hemos expuesto, el proyecto Tronaduras debió haberse rechazado por falta 
de información esencial, tal como lo hizo la Comisión de Evaluación, como pasaremos a explicar 
a continuación. 

El artículo 12 bis de la ley 19.300 señala que las Declaraciones de Impacto Ambiental 
considerarán, entre otras materias, losantecedentes necesarios que justifiquen la inexistencia de 
aquellos efectos, características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar origen a la 
necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental. 

De no incluir la información indicada en el artículo mencionado, se rechazarán las DIAs al tenor 
del inciso 3º del artículo 19, es decir, cuando no se subsanaren los errores, omisiones o 
inexactitudes de que adolezca o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio de 
Impacto Ambiental o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental 
aplicable, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley. 

En este caso, la falta de información esencial se demuestra en las reiteradas peticiones del 
Consejo de Monumentos Nacionales respecto a la entrega de un informe paleontológico, debido 
a la inexistencia de línea de base en el EIA Proyecto Mina Invierno.  

En efecto, los hallazgos paleobotánicos aparecen a propósito de una serie de informes de 
seguimiento, esto es, después de aprobada la RCA en que se descartó que tales hallazgos 
existieran en el área de influencia del proyecto.  

A mayor abundamiento, la forma en que responde el titular a estas peticiones de información es 
insatisfactoria y no permite descartar impactos. En la Adenda del 21 de agosto de 2017 y como 
respuesta al Consejo de Monumentos Nacionales, el titular responde primero describiendo el 
proyecto y luego asegura que: 
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“en materia de extracción de carbón, no existirá un área nueva a explotar y/o intervenir; en 
efecto, el área del yacimiento dentro de la cual se realizarán las tronaduras es la misma 
que fue evaluada y aprobada a través de la RCA N°025/2011.  Al respecto, se reitera que 
el presente Proyecto complementa las operaciones actuales con un método 
complementario para efectos de la remoción del material estéril” 

La respuesta del titular esconde el hecho de que, al contrario de lo que señala, nunca ha habido 
un verdadero estudio de línea de base de la variable paleontológica, por lo que en realidad 
nunca ha sido evaluada. Lo único que existe es información de monitoreo que sigue en 
constante construcción a medida que el proyecto minero avanza en su explotación, sin que 
exista tampoco una medida de mitigación para minimizar sus impactos en la variable. Así, la 
aserveración del titular en la Adenda no sirve de ningún modo para descartar efectos, pues no 
está basada en información técnica que no sea la mera descripción del proyecto.  

A continuación, en la Adenda del 28 de noviembre de 2017, el titular asegura que no aplica el 
PAS 132 debido a que “el presente Proyecto se ejecuta íntegramente dentro del área del 
proyecto aprobado por la citada RCA y para la cual ya se aplican las medidas de protección y/o 
conservación del patrimonio cultural de la categoría monumento arqueológico y paleontológico, 
medidas que, además, se encuentran aprobadas por la autoridad.” 

Como ha sido expuesto, en la especie no se aplican las llamadas medidas de protección y/o 
conservación del patrimonio cultural de la categoría monumento arqueológico y paleontológico, 
pues la naturaleza de éstas es sólo de monitoreo o de mero cumplimiento normativo, las que 
como vimos, no pueden ser homologadas a mitigación, compensación o reparación. 

A lo largo de sus respuestas, el titular no acompaña antecedentes que permitan comprobar 
fehacientemente que no hay impactos y señala que “seguirá realizando el plan de seguimiento 
paleobotánico y/o paleontológico, cuyos alcances están descritos en el considerando 10.2 de la 
RCA N°25/2011 y cuyos resultados son reportados a los organismos competentes.  Asimismo, 
se seguirán aplicando las medidas de resguardo del componente paleontológico a que se refiere 
el Ord. N° 1967, de fecha 11 de mayo de 2012, del H. Consejo de Monumentos Nacionales, 
mediante el cual solicitó realizar un monitoreo en las etapas del proyecto Mina Invierno, 
seguimiento que, a la fecha, se ha realizado y reportado a las autoridades, según las 
especificaciones contenidas en Carta Min 252-12-08, de fecha 10 de agosto de 2012, de Mina 
Invierno (Carta dirigida al SEA, con copia al Consejo de Monumentos Nacionales, en respuesta a 
requerimiento contenido en Ord. N° 231, de fecha 22 de mayo de 2012, del SEA Región de 
Magallanes y Antártica Chilena).” 

Incluso, el Consejo de Monumentos Nacionales, señala que el informe presentado por el titular,  
“Recopilación de Antecedentes Relacionados con el Conocimiento del Patrimonio Arqueológico 
de Isla Riesco e Informes Ambientales Arqueológicos Realizados en el Marco del Proyecto Mina 
Invierno y del Proyecto Portuario Isla Riesco”, pues, en palabras del CMN “sólo entrega 
antecedentes bibliográficos de la zona del proyecto y no los resultados de una inspección visual, 
unido a que los informes de seguimiento entregados, no proporcionan información respecto al 
área donde serán emplazados los polvorines y cancha de nitrato; el titular deberá demostrar que 
el proyecto no genera o presenta las alteraciones descritas en el artículo 10 del D.S. N° 40 del 
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Ministerio del Medio Ambiente, relativas al componente arqueológico, remitiendo para ello en 
Adenda, un informe elaborado por un/a profesional arqueólogo/a o licenciado/a en arqueología. 
Dicho informa, deberá considerar, los sectores en donde se emplazarán los polvorines y cancha 
de nitrato (incluyendo la instalación de faena asociada); de igual forma deberá incluir (…)”: a. 
Antecedentes arqueológicos prehistóricos e históricos del área, b. Superficie prospectada y su 
ubicación. c. Métodos y técnicas de prospección utilizada, incluyendo: intensidad de la 
prospección para cada área o sector, d. Registro fotográfico y fichas técnicas, de todos los sitios 
arqueológicos que se encuentren dentro del área del proyecto y e. Nombre del profesional o 
equipo arqueológico que realizó el reconocimiento visual superficial del terreno y el informe 
pertinente. 

Finalmente, cabe señalar las respuestas del titular a las observaciones ciudadanas. Respecto de 
la observación 62, que solicita informes, estudios paleontológicos y el plan de manejo, el titular 
señala que la observación es pertinente sin embargo insisten en que “el Proyecto se localiza en 
un área ya intervenida y cuyos impactos ambientales, fueron previamente identificados y 
calificados”. Respecto a la observación 42, también señala que es pertinente, reiterando lo ya 
expuesto, la no existencia de monumentos o sitios con valor antropológico, arqueológico o 
histórico, y en general que pertenezcan al patrimonio cultural. Ambas respuestas son 
derechamente falsas, pues como se ha establecido, hasa la fecha no se ha identificado ni 
calificado impacto alguno, pues ni siquiera se ha estudiado la línea de base.  

Queda de manifiesto que el titular no ha sido capaz de subsanar las gravísimas omisiones de 
información de la variable paleobotánica, cumpliéndose evidentemente el supuesto de rechazo 
de la Declaración de Impacto Ambiental en virtud de los estableido por el artículo 19 en su inciso 
tercero, por falta flagrante de información esencial. 

2. SOBRE LA NECESIDAD DE INCORPORAR EL CAMBIO CLIMÁTICO EN LA 
EVALUACIÓN AMBIENTAL 

2.1. Antecedentes de la reclamación  

Dos de nuestras representadas hicieron presente las deficiencias de la evaluación del cambio 
climático en el procedimiento de evaluación del proyecto Tronaduras, de lo que quedó 
constancia en el procedimiento de participación ciudadana, además de constar en el 
considerando 11.4.12. y 11.4.37. de la RCA del proyecto. Ninguna de ellas fue debidamente 
consideradas en la Resolución de Calificación Ambiental, razón por la que con fecha 21 de 
febrero se reclamó ante el Director Ejecutivo. No obstante ello, nuevamente ambas fueron 
desestimadas por la autoridad administrativa, quien no solo las rechazó, sino que revirtió la 
decisión de la Comisión de Evaluación aprobando el proyecto. En específico la resolución 
1113/2018 señaló sobre la materia que:  

“37.3. Que, el artículo 8 de la ley N° 19.300 indica que los proyectos o actividades listados 
en su artículo 10 solo podrán ejecutarse o modificarse previa evaluación de su impacto 
ambiental, de acuerdo a lo establecido en la presente ley. Entre los proyectos que deben 
ingresar al SEIA conforme al artículo 10 de la citada ley, se encuentran los proyectos 
mineros de carbón y sus modificaciones, como el Proyecto reclamado, razón por la cual 
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esta Dirección Ejecutiva estima que es la misma normativa la que permita la ejecución o 
modificación de proyectos de extracción de carbón, sin perjuicio de las obligaciones que 
contraiga el Estado en materia de cambio climático.  

37.4. Que, sin perjuicio de ello, durante la ejecución de los proyectos o actividades listados 
en el SEIA, los titulares deben dar cumplimiento a la normativa vigente, realizando los 
monitoreos y seguimientos de sus impactos, incorporándose, además, por la ley N° 19.300, 
mecanismos de acción en caso de generarse impactos ambientales no previstos.  

37.5. Que, en dicho contexto, la DIA del Proyecto fue ingresada a tramitación en el SEIA el 
día 9 de noviembre de 2015, presentando antecedentes en el capítulo 2.2.2 de su DIA para 
descartar la generación o presencia de los efectos, características y circunstancias del 
artículo 11 de la ley N° 19.300, evaluando los impactos relacionados con sus partes, obras 
o acciones, como los efectos sobre los componentes ambientales relevantes.  

37.6. Que, la evaluación de los impactos del Proyecto fue complementada por las Adendas 
del Proyecto, estimándose adecuada, por esta Dirección Ejecutiva, dicha evaluación de sus 
impactos ambientales, conforme a lo señalado en el Considerando N° 34 precedente. 

De esta forma, en todo lo no evaluado por este Proyecto, subsisten las obligaciones de la 
RCA N° 25/2011, debiendo darse cumplimiento a sus compromisos, incluyendo el 
seguimiento de sus impactos, conforme a la normativa vigente. En el mismo sentido, 
deberá darse cumplimiento a toda normativa que se considere aplicable al Proyecto en 
caso ésta así lo determine, incluyendo eventual normativa que se dicte en materia de 
cambio climático.” 

Como se puede apreciar la respuesta entregada por la resolución N° 1113 no se hace cargo de 
lo reclamado en ningún sentido. Las observaciones y reclamaciones administrativas planteadas 
en ningún caso hacen referencia a si es correcto o no que un proyecto de producción de carbón 
mediante tronaduras ingrese o no al SEIA. Por el contrario, en un contexto en que deben 
ingresar, la observación apunta a contemplar el cambio climático en su evaluación.  

2.2. Obligaciones internacionales de Chile en torno al cambio climático  

El cambio climático es una preocupación que tiene al contexto internacional en alerta desde los 
años 90, pero especialmente en la última década, por los efectos catastróficos que su desarrollo 
significa para la vida humana tal como la  conocemos: grandes sequías, lluvias torrenciales, baja 
en la producción de alimentos, pobreza y aumento del nivel del mar son algunas de las 
consecuencias esperadas y ya visibles del mismo. De ello ha quedado constancia en el último 
informe del IPCC, desarrollado al alero del Acuerdo de París11.  

En esta línea grandes esfuerzos se plantean como necesarios para limitar los efectos del 
calentamiento global, sindicado como el gran responsable del cambio climático. Por ello, en el 
año 1992 se adoptó la Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático 
(CMNUCC) la que fue suscrita por nuestro país en el año 1995, pasando a formar parte de las 
obligaciones internacionales de Chile y de la legislación vigente de nuestro país. En ella se 

																																																																				
11 Ver en línea en: http://report.ipcc.ch/sr15/pdf/sr15_spm_final.pdf 
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estableció que “El objetivo último de la presente Convención y de todo instrumento jurídico 
conexo que adopte la Conferencia de las Partes, es lograr, de conformidad con las disposiciones 
pertinentes de la Convención la estabilización de las concentraciones de gases de efecto 
invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el 
sistema climático. Ese nivel debería lograrse en un plazo suficiente para permitir que los 
ecosistemas se adapten naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción de 
alimentos no se vea amenazada y permitir que el desarrollo económico prosiga de manera 
sostenible.”12  

Tal obligación, junto a las establecidas en específico en su artículo 4, fueron el puntapié inicial 
para que anualmente los países miembro de la Convención se reúnan para establecer marcos 
de acción que avancen en dirección a limitar los efectos del cambio climático, dentro de los que 
se cuenta el Protocolo de Kyoto, el Marco de Varsovia, los Acuerdos de Cancún y el reciente 
Acuerdo de París. Este último, ratificado por Chile en febrero del año 2017, establece 
obligaciones concretas para países desarrollados y no desarrollos en la lucha contra el cambio 
climático. En específico, establece como objetivo, en su artículo 2.1, “reforzar la respuesta 
mundial a la amenaza del cambio climático, en el contexto del desarrollo sostenible y de los 
esfuerzos por erradicar la pobreza” para lo que dispone: “a) Mantener el aumento de la 
temperatura media mundial muy por debajo de 2 ºC con respecto a los niveles 
preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura a 1,5 
ºC con respecto a los niveles preindustriales, reconociendo que ello reduciría 
considerablemente los riesgos y los efectos del cambio climático; b) Aumentar la capacidad de 
adaptación a los efectos adversos del cambio climático y promover la resiliencia al clima y un 
desarrollo con bajas emisiones de gases de efecto invernadero, de un modo que no comprometa 
la producción de alimentos; y c) Situar los flujos financieros en un nivel compatible con una 
trayectoria que conduzca a un desarrollo resiliente al clima y con bajas emisiones de gases de 
efecto invernadero.” 

Para lograr tales objetivos el Acuerdo de París establece como obligación la elaboración de un 
documento llamado Contribución Determinada a Nivel Nacional, el que contiene un listado de 
compromisos para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, debiendo reflejar la 
mayor ambición posible.  Chile, cumpliendo con las obligaciones de la Conferencia de las Partes 
de la CMNUCC, elaboró su Contribución Nacional Tentativa, la que pasó a ser su Contribución 
Determinada a Nivel Nacional con la firma del Acuerdo de París. En ella se comprometió en 5 
aspectos: i. Mitigación, ii. Adaptación, iii. Construcción y Fortalecimiento de Capacidades, iv. 
Desarrollo y Transferencia de Tecnologías y v. Financiamiento. En específico, en materia de 
mitigación se comprometió al año 2030:  

“a reducir sus emisiones de CO2 por unidad de PIB en un 30% con respecto al nivel 
alcanzado en 2007, considerando un crecimiento económico futuro que le permita 
implementar las medidas adecuadas para alcanzar este compromiso. Además, y 
condicionado a la obtención de aportes monetarios internacionales, se comprometió para la 

																																																																				
12 Artículo 2, CMNUCC.  
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misma fecha “a aumentar su reducción de emisiones de CO2 por unidad de PIB hasta 
alcanzar una disminución entre 35% a 45% con respecto al nivel alcanzado en 2007, 
considerando, a la vez, un crecimiento económico futuro que le permita implementar las 
medidas adecuadas para alcanzar este compromiso”13. 

En el mismo documento Chile declara que:  

 “Para enfrentar estos desafíos, el país deberá utilizar todas sus capacidades nacionales y 
alianzas internacionales para disminuir la relación positiva entre crecimiento 
económico y crecimiento de las emisiones de GEI.  

Todos los sectores cuantificados en el Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero 
(1990-2010) están priorizados para realizar acciones de mitigación en Chile, a saber: - 
Energía, que incluye la generación y transporte de electricidad, transporte, industria, 
minería, vivienda, entre otros sectores consumidores de combustibles fósiles.”14 

Como se puede apreciar, la CMNUCC establece obligaciones directas sobre los países, para 
que estos avancen en la persecución de los objetivos de reducción. Dichas obligaciones han 
sido desarrolladas y reforzadas por los diferentes acuerdos alcanzados por la Conferencia de las 
Partes como es el caso del Acuerdo de París. La CMNUCC mediante su artículo 2 previamente 
citado, al señalar que “El objetivo último de la presente Convención y de todo instrumento 
jurídico conexo que adopte la Conferencia de las Partes”, entrega a este último instrumento el 
mismo rango que la propia convención, de modo que ambos, al haber sido ratificados por 
nuestro país, y de conformidad con el artículo 5 de la Constitución Política de Chile15, poseen 
rango legal.  

A mayor abundamiento, la ejecución interna de las obligaciones adquiridas, sobre todo en el 
contexto del Acuerdo de París, posee un instrumento específico: la Contribución Nacional 
Determinada, la que, tal como se comentó, Chile presentó en el año 2015 obligándose a metas 
de las que debe rendir cuenta periódicamente. Lo señalado en dicho instrumento no son solo 
metas, son obligaciones adquiridas por nuestro país, de modo que deben ser atendidas con el 
carácter vinculante que poseen al momento de desarrollar las demás actividades administrativas 
y legales, como la evaluación ambiental, tal como podría ser aplicable, en dicho contexto, 
cualquier normativa sectorial (en este caso se trata  de instrumentos que regulan el clima, pero 
bien podría tratarse de la normativa de pesca o bosque).  

En resumen, no cabe duda que Chile, desde los años 90s en adelante, ha adquirido importantes 
obligaciones internacionales que lo instan a elaborar estrategias de reducción de emisiones GEI, 
realidad que se ha visto reflejada en instrumentos como el Plan Nacional de Adaptación al 
Cambio Climático, el Plan de Acción Nacional de Cambio Climático 2017-2022 y la Estrategia 
Nacional de Cambio Climático y Recursos Vegetacionales (ENCCRV) 2017-2025, pero además 
																																																																				
13  Ver en línea en: 
http://www4.unfccc.int/Submissions/INDC/Published%20Documents/Chile/1/Chile%20INDC%20FINAL.pdf 
14 Ibíd. p, 8.  
15 El artículo 5 de la Constitución Política de la República señala que “Es deber de los órganos del Estado respetar y 
promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados 
por Chile y que se encuentren vigentes”. 
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ha adquirido obligaciones concretas de reducción, reflejadas al menos en su Contribución 
Nacional Determinada.  

Lo anterior no es baladí si se considera que la preocupación por los efectos del cambio climático 
a nivel internacional tiene un fuerte correlato a nivel nacional. Ello, ya que nuestro país ha sido 
catalogado como uno de los más vulnerables al cambio climático, cumpliendo con la mayoría de 
los 9 criterios de vulnerabilidad establecidos por la CMNUCC: posee áreas costeras de baja 
altura; zonas áridas y semiáridas; zonas de bosques; territorio susceptible a desastres naturales; 
áreas propensas a sequía y desertificación; zonas urbanas con problemas de contaminación 
atmosférica; y ecosistemas montañosos16. En efecto de acuerdo a la CEPAL “se estima que en 
Chile las pérdidas ambientales, sociales y económicas en el país por este fenómeno podrían 
llegar a ser significativas, alcanzando al año 2100, un 1,1 % anual del PIB “17.  

Aún es más, de acuerdo al “Índice Global de Riesgo Climático 2017”, presentado por 
Germanwatch en la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP22), y 
elaborado en base al periodo 1996-2015, de un total de 182 países Chile se encuentra en el 
puesto N° 10 de países más afectados por eventos climáticos18.  

2.3. Obligación de evaluar el cambio climático al interior del SEIA  

Como se mencionó previamente, el ratificar un acuerdo internacional tiene como consecuencia 
que este pase a formar parte de la legislación interna de nuestro país. Por lo que podemos listar, 
con toda certeza, las obligaciones internacionales para combatir el cambio climático dentro de la 
normativa interna de Chile.  

Lo anterior cobra eco especialmente en la institucionalidad ambiental, la que es responsable de 
la protección del medio ambiente; bien jurídico que incluye el clima dentro de sus componentes. 
En efecto, la Ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, define medio ambiente como 
“el sistema global constituido por elementos naturales y artificiales de naturaleza física, 
química o biológica, socioculturales y sus interacciones, en permanente modificación por 
la acción humana o natural y que rige y condiciona la existencia y desarrollo de la vida en 
sus múltiples manifestaciones”.  

De tal definición, resulta evidente que el clima es uno de los elementos que componen el medio 
ambiente, puesto que en él quedan comprendidos todos los fenómenos meteorológicos 
observados en una región específica por un largo periodo de tiempo. Así, el clima determina en 
gran medida las interacciones entre los demás componentes del medio ambiente. 

La misma Ley 19.300 contempla expresamente al cambio climático como un elemento 
importante, definiéndolo en su artículo 2 letra a ter como, “un cambio de clima atribuido 
directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera 

																																																																				
16 Así ha sido reconocido en el mismo Plan de Acción Nacional de Cambio Climático 2017-2022. p, 13 
17 Ibíd. p, 14 
18 Ver en línea: https://germanwatch.org/sites/germanwatch.org/files/publication/16411.pdf 
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mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de 
tiempo comparables”19.  

Ante esto difícilmente se puede estimar que no existe la obligación de contemplar y evaluar los 
impactos de un proyecto sobre el cambio climático, toda vez que su evaluación no tiene otro fin 
que evaluar los impactos del proyecto sobre el clima, elemento esencial del medio ambiente y 
que tiene efectos en la vida humana y en la naturaleza. A mayor abundamiento, la intención de 
incorporar al cambio climático en la institucionalidad ambiental se vislumbra en el mismo 
mensaje de la Ley 20.417 que modificó la citada Ley 19.300:  

“Este proyecto de ley ha sido preparado considerando toda la experiencia previa de nuestro 
país, así como el conjunto de evaluaciones nacionales e internacionales a las cuales nos 
hemos sometido en los últimos años. Ellas nos han demostrado que hemos cumplido 
nuestras obligaciones en forma adecuada, pero que es indispensable avanzar 
sustantivamente.  

Los nuevos desafíos a los que el mundo se verá enfrentado en los próximos años, 
muchos de los cuales ya están presentes entre nosotros, son el cambio climático, la 
pérdida de biodiversidad, la escasez de agua, la contaminación y la calidad de vida 
en las ciudades. No actuar hoy, tendrá efectos significativos en nuestro desarrollo 
económico futuro, pero además en la calidad de vida de nuestros habitantes.  

Por otra parte, nuestras cifras sostenidas de crecimiento pueden verse afectadas en el 
futuro si no abordamos el desafío de la sustentabilidad. Un crecimiento no sustentable trae 
ventajas de corto plazo, pero afecta la estabilidad del bienestar de las personas y sus 
familias en el largo plazo. Los cambios que tenga el medio ambiente pueden producir 
efectos importantes en los recursos naturales, al igual que en los activos financieros, 
materiales y humanos. De este modo, no existe nadie en nuestro país que pueda sentirse 
al margen legítimamente de lo que suceda con nuestros activos ambientales, pues todos, 
cualquiera sea nuestro nivel de ingreso, dependemos de ellos. Asimismo, somos todos 
responsables de su protección.”20 

Es decir, el cambio climático y la lucha contra sus consecuencias (desertificación, pérdida de 
biodiversidad, escasez de agua y pérdida de calidad de vida) formó parte de las preocupaciones 
vitales de las modificaciones realizadas por la Ley 20.417, reflejándose aquello en las facultades 
entregadas al Ministerio del Medio Ambiente para la dictación de políticas y planes dirigidos a 
prevenir y mitigar el cambio climático y en la incorporación de la definición de cambio climático 
en el apartado denominado “disposiciones generales”, es decir, en el apartado que da las pautas 
para todo el contenido de la Ley, siendo uno de los más importantes el Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental.  

En razón de lo anterior no es admisible una respuesta que considere que la evaluación del 
impacto del proyecto sobre el cambio climático “excede el alcance del proyecto” o “no es 
pertinente”, toda vez que tal razonamiento implica un abandono de los deberes internacionales y 
																																																																				
19 La definición entregada por la Ley 19.300 es exactamente la misma contemplada en la CMNUCC.  
20 Mensaje de la Ley 20.417, Ver en línea en: 
https://www.bcn.cl/historiadelaley/fileadmin/file_ley/4798/HLD_4798_37a6259cc0c1dae299a7866489dff0bd.pdf 
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legales que recaen en el SEA –en tanto órgano del Estado y garante del derecho constitucional a 
vivir en un medio ambiente adecuado– de evaluar los impactos que un proyecto tendrá en el 
medio ambiente.   

2.4. Falta de evaluación de los impactos en el clima del proyecto y afectación al 
principio preventivo   

Hace un mes, el Panel Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC por sus 
siglas en inglés), presentó un nuevo informe sobre el estado del cambio climático a nivel mundial 
en el contexto de la CMNUCC y los compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero. Dicho documento resultó devastador para el futuro de nuestro planeta: el aumento 
de la temperatura está provocando impactos de mayor gravedad de la esperada y la diferencia 
entre el aumento en la temperatura de 1,5 grados o de 2°C es alarmante. Es más, advierte que 
es posible alcanzar el aumento de 2°C para el año 2040 si no se toman medidas que permitan 
limitar el aumento de la temperatura en 1,5° desde la era preindustrial (actualmente ya se ha 
verificado un aumento de 1°C).  

Dicho informe ha sido elaborado por un panel de científicos expertos al alero de una Convención 
y Acuerdo de la que Chile es parte activa, y se plantea con alta probabilidad de certeza. Es decir, 
estamos frente a una situación en la que la definición del principio preventivo toma especial 
relevancia de frente al rol que este juega en la institucionalidad ambiental y al interior del SEIA.   

Ha sido el propio Mensaje de la Ley 19.300 el que ha levantado a la prevención, (entendida 
como la necesidad de “adoptar medidas anticipatorias que permitan evitar o aminorar las 
consecuencias adversas para el medio ambiente como producto de la actividad humana”21), 
como un pilar fundamental de la institucionalidad ambiental, señalando en específico: 

 “1) El principio preventivo: mediante este principio, se pretende evitar que se produzcan 
los problemas ambientales. No es posible continuar con la gestión ambiental que ha 
primado en nuestro país, en la cual se intentaba superar los problemas ambientales 
una vez producidos.” 

Más adelante, especifica que dentro de los instrumentos para prevenir los impactos se encuentra 
el SEIA, agregando que “Con este instrumento, se pretende evitar que se sigan instalando 
procesos productivos, que puedan causar graves deterioros al medio ambiente”.  

Como se puede apreciar, el principio preventivo se encuentra en el corazón del SEIA, y debe ser 
especialmente aplicado por el órgano que tiene a cargo el desarrollo del proceso de evaluación 
ambiental. En esta línea, y considerando la certeza internacional y nacional sobre la existencia y 
efectos del cambio climático en el medio ambiente y la especial vulnerabilidad de nuestro país en 
la materia, es que el Servicio de Evaluación Ambiental no puede desconocer la necesidad de 
evaluar los impactos de un proyecto sobre el clima, y su aporte al cambio climático, para al 
menos establecer las medidas de mitigación, compensación o reparación adecuadas atendiendo 
al impacto generado.  

																																																																				
21 Guzmán Rosen, Rodrigo. Derecho Ambiental Chileno. 2012, p. 89 
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En el presente caso la situación es evidente: estamos frente a un proyecto de extracción de 
carbón mediante tronaduras, y como se dejó constancia en las observaciones de nuestras 
representadas como en las reclamaciones interpuestas, existe consenso a nivel internacional de 
lo especialmente contaminante que resulta el carbón y de la necesidad de dar un giro hacia 
combustibles que contribuyan en menor medida a las emisiones GEI, y por lo tanto, al cambio 
climático.  

Ahora bien, no obstante la decisión de incentivar la producción de carbón pasa por una política 
pública que decida sobre su eliminación, la evaluación de los impactos del mismo y el 
establecimiento de las medidas adecuadas para mitigar, compensar o reparar es responsabilidad 
del Estado, en tanto debe velar por la protección de la naturaleza (Art. 19 N°8 de la 
Constitución), y en específico del SEA, como organismo encargado de evaluar los impactos en el 
medio ambiente de un proyecto y establecer las medidas de mitigación, compensación y 
reparación acordes con el mismo.  

El proyecto “Mina Invierno” ingresado mediante una EIA, no se hace cargo en ningún momento 
de estos impactos y tampoco hubo evaluación de las emisiones GEI al evaluar, en específico, el 
mecanismo de extracción mediante tronaduras. Es decir, en todo el proceso de evaluación no se 
consideró una de las preocupaciones más actuales e importantes en materia medio ambiental: el 
cambio climático.  

Ninguna razón, más allá de un abandono de los objetivos del SEIA, justifica tal omisión de frente 
al principio preventivo y a los compromisos internacionales de nuestro país. Ni el artículo 10 ni el 
artículo 11 de la Ley 19.300 ordenan omitir la evaluación del impacto de un proyecto para el 
cambio climático.  

Tampoco la falta de criterios expresos justifica tal omisión. El sistema jurídico permite integrar y 
cubrir los vacíos legales existentes, y nuestra institucionalidad ambiental cuenta con guías 
claras: tratados internacionales, el deber de proteger la naturaleza y de evaluar los impactos de 
un proyecto que ingresa al SEIA, el principio preventivo y el principio precautorio.  

Más aún, según nuestra propia norma vigente, existe un número definido de cuáles son las 
variables normadas y son aquellas tradicionalmente asociadas a los Permisos Ambientales 
Sectoriales. Para la evaluación de todas las demás variables no normadas existen metodologías, 
guías, normas de referencia, estándares internacionales, etc.  En el caso del cambio climático, 
existen ciertos estándares a nivel internacional, tales como el establecido por la Asociación 
Internacional de Evaluación de Impactos (IAIA, por sus siglas en inglés) en su guía “Climate 
Change in Impact Assessment”.  

De acuerdo a la guía, una correcta evaluación del factor cambio climático debe identificar i) si un 
proyecto aumentará o disminuirá las emisiones de gases de efecto invernadero; ii) si el proyecto 
propuesto será beneficiado o afectado negativamente por el cambio climático directa o 
indirectamente; iii) si el cambio climático afectará otros aspectos del medio ambiente que 
potencialmente podrían ser afectados por los impactos del proyecto; y iv) el proyecto debería 
plantear alternativas y medidas para mitigar y/o adaptarse al cambio climático. 
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Dicho todo lo anterior, es claro que la evaluación de los impactos del proyecto sobre el cambio 
climático, mediante al menos, la estimación de sus emisiones GEI es un aspecto que debe ser 
evaluado por el SEIA y que en este caso particular no se evaluó ni en el proyecto original, ni al 
incorporar las tronaduras pese a ser un proyecto que trabaja con un combustible fósil altamente 
contaminante.  

En relación a esto último, cabe consignar que a nivel internacional se levantan esfuerzos por 
eliminar los combustibles fósiles dado su aporte al cambio climático, siendo especialmente de 
preocupación la combustión del carbón. En efecto, y si bien en el proyecto de Tronaduras solo 
se evalúa la etapa extractiva, “la descarga de dióxido de carbono en la atmósfera, asociada a la 
quema de carbón es uno de los principales contribuyentes al calentamiento global y sus efectos 
adversos sobre la salud a nivel mundial.”22 A mayor abundamiento, existen investigaciones que 
dan cuenta del aporte de esta actividad extractiva al calentamiento global, por la cantidad de 
metano existente en su interior el que es liberado en su extracción23.. Y no es un misterio en la 
actualidad que luego del CO2, el metano es uno de los principales GEI que contribuyen al cambio 
climático24. 

Por lo anterior, es que la tendencia ha sido velar por políticas que eliminen el carbón como 
combustible, cuestión que ha quedado reflejada por ejemplo, en la creación de la “Powering Past 
Coal Alliance”, en el contexto de la 23° Conferencia de las Partes de la CMNUCC, realizada en 
Bonn en el año 2017, que significó el compromiso de al menos 20 países, de dejar de usar 
carbón como combustible al año 203025.  

El proyecto Mina Invierno extrae carbón sub bituminoso B y C, el más contaminante y de baja ley 
existente. Es decir, tiene un bajo poder calorífico, por lo que se debe quemar mayor cantidad 
																																																																				
22 Alan H. Lockwood, MD FAAN Kristen Welker-Hood, ScD MSN RN Molly Rauch, MPH Barbara Gottlieb. El impacto 
del carbón sobre la salud humana. Un informe de Médicos para la Responsabilidad Social (Physicians for Social 
Responsibility). p, 3. En línea: 
https://www.greenpeace.org/chile/Global/chile/Documentos/Clima%20y%20Energia/2010/impactos-del-carb-n-sobre-
la-s.pdf 
23 En este sentido Ver: Krzysztof Warmuzinski. Harnessing methane emissions from coal mining. En línea: 
http://www.greatoldbroads.org/wp-content/uploads/formidable/44/Warmuzinsky-et-al.-2008.pdf; Yuan-Ping Cheng∗, 
Lei Wang, Xiao-Lei Zhang, Environmental impact of coal mine methane emissions and responding strategies in 
China, En línea: 
http://data2.xjlas.ac.cn:81/UploadFiles/sdz/cnki/%E5%A4%96%E6%96%87/ELSEVIER/evironmental%20risk%20ass
essment/198.pdf;  
24 Por ejemplo en el año 2014, el IPCC afirmaba que “Las emisiones de CO2 procedentes de la quema de 
combustibles fósiles y los procesos industriales contribuyeron en alrededor del 78% del aumento de las emisiones 
de GEI totales de 1970 a 2010, y la contribución porcentual para el período 2000-2010 fue similar (nivel de 
confianza alto). Las emisiones de CO2 derivadas de la quema de combustibles fósiles llegaron a 32 (±2,7) 
GtCO2/año en 2010 y aumentaron alrededor del 3% entre 2010 y 2011 y alrededor del 1%-2% entre 2011 y 2012. 
De las 49 (±4,5) GtCO2eq/año antropógenas de GEI emitidas en 2010, el CO2 sigue siendo el principal GEI 
antropógeno y representa el 76% (38±3,8 GtCO2eq/año) del total de GEI antropógenos emitidos en 2010. El 16% 
(7,8±1,6 GtCO2eq/año) proviene del metano (CH4), el 6,2% (3,1±1,9 GtCO2eq/año) del óxido nitroso (N2O) y el 
2% (1,0±0,2 GtCO2eq/año) de gases fluorados (figura RRP.1). Anualmente desde 1970 alrededor del 25% de las 
emisiones antropógenas de GEI han sido en forma de gases distintos del CO2. 8 [1.2, 5.2]”. En: IPCC. Cambio 
Climático 2014: resumen para responsables de políticas. p, 7. En línea: https://www.ipcc.ch/pdf/assessment-
report/ar5/wg3/WG3AR5_SPM_brochure_es.pdf 
25 Ver: https://poweringpastcoal.org/about/Powering_Past_Coal_Alliance_History 
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para obtener el calor necesario, generando aún más contaminantes. Su impacto para el cambio 
climático de una u otra forma es significativo y eso nunca se ha evaluado. En esta instancia y 
pese a todos los antecedentes existentes y a que las explosiones levantaran polvo, carbón y 
probablemente significarán emisiones altas de metano tampoco se evaluó este impacto. 

3. FALTA DE EVALUACIÓN INTEGRA DEL PROYECTO EN INFRACCIÓN AL 
ATÍCULO 11 TER DE LA LEY 19.300 Y AL PRINCIPIO PREVENTIVO  

3.1. Antecedentes de la reclamación 

Durante el período de observaciones ciudadanas, nuestros representados abordaron el 
componente hídrico e hidrogeológico en razón de los posibles impactos del proyecto Tronaduras, 
que se suman a los del proyecto Mina Invierno.  En particular las observaciones Nºs 11, 14 y 24 
de Ana Stipicic Escauriaza , se refieren a la eventual fractura del suelo que puede ocasionar un 
cambio en el flujo de las aguas subterráneas y subsuperficiales, el hecho de haberse destruido 
los pozos de control hidrogeológico producto del avance del rajo y a la inexistencia de una 
medida de mitigación adecuada de dicho impacto producto de la existencia de un procedimiento 
sancionatorio anta la Superintendencia de Medio Ambiente, precisamente por el incumplimiento 
del titular de la medida para tal efecto contemplada en la RCA del proyecto Mina Invierno: 

Observación N° 11 

“Dado los antecedentes que muestra Mina Invierno de contaminación de aguas desde el primer año 
de explotación del carbón en el 2013 (http://snifa.sma.gob.cl/v2/Sancionatorio/Ficha 59) y la 
nueva investigación por faltas gravísimas, graves y leves, dado esencialmente y nuevamente por 
contaminación de aguas y el no cumplimiento de diversos compromisos establecidos en la RCA del 
EIA de Mina Invierno hasta la presente fecha 2017 
(http://snifa.sma.gob.cl/v2/Sancionatorio/Ficha/1410), llama la atención que el titular no presente 
un modelo hidrogeológico pre y post tronaduras, ni comentarios en el informe puesto a evaluación, 
de manera de hacerse cargo y asegurar la no afectación en estructura y calidad de los cuerpos de 
agua subterráneos. Por otro lado, dado que no se presenta un modelo geo mecánico para evaluar la 
estabilidad de la mina durante el proceso de operación-voladuras, se solicita entregar un mapa de 
ubicación de los pozos hidrogeológicos, que apoyaría el control hidrogeológico de la mina” 
(Observación 11 de Ana Stipicic presentada con fecha 17 de mayo de 2017). 

Observación N° 14 

“Se cree que la mayor parte de los pozos de control hidrogeológico han sido destruidos por 
el avance de mina, y los que continúan registrando información está mal desarrollados, 
cegados o colapsados, por ello técnicamente es necesario una limpieza o re perforación 
cada año, sobre todo como es el caso, en materiales susceptibles de contener arcillas. Ante 
ello se solicita un informe de reporte del estado de los pozos hidrogeológicos de todo el rajo 
minero y un plan de mantenimiento de los mismos.” (Observación 14 de Ana Stipicic 
presentada con fecha 17 de mayo de 2017). 

Observación N° 24 

“Las tronaduras requieren estudios más detallados, por la formación de fracturas del suelo 
que pueden cambiar el flujo de aguas subterráneas y subsuperficiales. Para entender el 
impacto se requiere un estudio hidrogeológico completo de la situación actual e identificar 
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potenciales zonas vulnerables que puedan verse afectadas por las tronaduras, o que 
pudieran tener un impacto significativo si se ven afectadas. La modelación debe incluir el 
flujo, el transporte de contaminantes, y potenciales reacciones de los solutos”. 
(Observación 24 de Ana Stipicic presentada con fecha 17 de mayo de 2017). 

Si bien puede observarse una cierta contradicción en su respuesta, la RCA confirma en su 
Considerando 11.4.32.24.1 que producto del proyecto existirá un flujo de aguas subterráneas y 
subsuperficiales que fluyen hacia el centro del rajo, tal como supuestamente lo hacen los flujos 
del proyecto Mina Invierno, mientras que el Considerando 11.4.32.11.1 señala que tal impacto se 
encontraría cubierto por la medida de mitigación contemplada en la RCA 025/2011 y en el 
programa de cumplimiento elaborado por el titular, en razón de que dicha medida no ha sido 
cumplida desde el inicio de ejecución del proyecto hasta la fecha.  

 “En este contexto, la incorporación de tronadura para la extracción de los materiales 
estériles, no generará cambios en la calidad ni cantidad de las aguas subterráneas y que, si 
en la eventualidad que las direcciones de flujo, se vean localmente modificadas por 
fracturamiento inducido por las tronaduras, las aguas alumbradas durante la excavación, 
serán contenidas en el interior del rajo y tratadas como se ha establecido en la citada RCA 
N° 025/2011 y en el Programa de Cumplimiento presentado por la Minera y que fue 
approbado el 30/06/2017 por la Superintendencia del Medio Ambiente.” (Considerando 
11.4.32.11.1 de la RCA). 

“Las aguas subterráneas y subsuperficiales que se presentan en las paredes del rajo, se 
estima seguirán fluyendo hacia el fondo de la mina, donde son controladas a través de los 
mecanismos actuales de manejo y evacuación de aguas. En este sentido, no corresponde 
la elaboración de un modelo de flujo y de transporte de solutos, por cuanto el presente 
Proyecto no tiene incidencia ni implica modificación sobre este componente.” 
(Considerando 11.4.32.24.1 de la RCA). 

Ante estas respuestas, se interpuso reclamación administrativa fundada en que el tratamiento 
idéntico que la administración otorga al impacto del proyecto Mina Invierno y al del proyecto 
Tronaduras, configuran en realidad impacto acumulativo y que, como tal, no fue evaluado 
correctamente –y en consecuencia, no tiene una medida adecuada para mitigarlo–. 

Reclamación Observación N° 11 

Es del caso señalar, que el impacto e intensidad del afloramiento de aguas puede ser muy 
distinto si el método de extracción es mecánico o mediante tronaduras. Por muy controlado 
que se declare el proceso, un pequeño error de caculo podría significar un afloramiento no 
considerado, mucho mayor del considerado y con una fuerza no prevista, por lo que el 
método de tronaduras sí cambia sustantivamente el impacto que puede generarse sobre 
las aguas subterráneas.” (Reclamación Observación N° 11). 

Reclamación Observación N° 14 

“Es decir, efectivamente la ley llama a evaluar la modificación y no el proyecto completo 
pero también es expresa en señalar que se debe considerar la suma de los impactos 
provocados por la modificación y la actividad existente. 
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Bajo esta lógica la solicitud realizada en la observación: "se solicita un informe de reporte 
del estado de los pozos hidrogeológicos de todo el rajo minero y un plan de mantenimiento 
de los mismos.", debe ser atendida, pues no obtener esa información impide considerar la 
suma de los impactos provocados, dada la información previa otorgada. Este tipo de 
información se corresponde con la línea de base del actual proyecto, con el estado actual 
del medio ambiente luego de haber iniciado las actividades de la Mina.” (Reclamación 
Observación N° 14) 

Reclamación Observación N° 24 

“Para descartar efectos del proyecto se deben realizar los estudios correspondientes y en 
este caso para descartar efectos negativos en el flujo de aguas subterráneas y 
subsuperficiales. De otro modo no se está dando cumplimiento ni al principio preventivo, ni 
al principio precautorio que rigen la evaluación de impacto ambiental, y que toman especial 
importancia frente a proyectos que no ingresan por EIA, sino por DIA. A la Administración le 
toca confiar en que la declaración realizada por el titular se ajusta a la realidad, y 
efectivamente con posterioridad puede aplicar sanciones en caso de incumplimiento. Sin 
embargo, cualquier impacto sobre el medio ambiente no es solucionable con la aplicación 
de una multa. Es por ello que se deben solicitar todos los estudios necesarios para evaluar 
impactos y no descartarlos basándose sólo en la confianza sobre la información aportada 
por el titular”. (Reclamación Observación N° 24). 

Por último, la Dirección Ejecutiva en la resolución impugnada en este acto, indicó que el flujo de 
aguas subterráneas y subsuperficiales que se extraiga producto del proyecto Tronaduras, no 
importaría una modificación de la estructura geológica del rajo, por lo que no conllevaría una 
variación respecto de la situación sin proyecto (esto es, mediante el método de extracción 
mecánica contemplado en el proyecto Mina Invierno), que dichos flujos caerán hacia el centro 
del rajo donde serán tratados por los mismos medios contemplados en la RCA 25/2011 y que, 
por tanto, no se producen los efectos, características o circunstancias del artículo 11 de la Ley 
19.300: 

“Al respecto, cabe señalar que las tronaduras aplicadas en el rajo son de baja carga y 
producen un prefracturamiento en el entorno inmediato donde se aplica el explosivo. En 
estas circunstancias y considerando que los efectos de las tronaduras son localizados y se 
encuentran dentro de los límites del rajo, no se espera una modificación de las condiciones 
geológicas e hidrogeológicas que puedan generar efectos significativos.” (Considerando 
34.2.2.3 de la Resolución). 

“En este sentido, para geología e hidrogeología, conforme se indica en la respuesta 4.8 del 
Anexo 11 de la Adenda, en respuesta a las observaciones realizadas durante el proceso de 
PAC de la DIA, no existirán variaciones entre la situación "sin proyecto" (extracción 
mecánica de material estéril bajo los métodos de la RCA N° 25/2011) y la situación "con 
proyecto" (incorporación de tronaduras como método complementario para la extracción de 
material estéril).  

[…] En relación a lo anterior, se estima que las aguas subterráneas y subsuperficiales, que 
se presenten en las paredes del rajo, incluyendo las eventuales en caso de fracturamiento 
inducido por las tronaduras, seguirán fluyendo hacia el fondo de la mina, donde serán 
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controladas a través de los mecanismos actuales de manejo y evacuación de aguas del EIA 
Original.  

“En base a todo lo antes expuesto, esta Dirección Ejecutiva estima que no se generan 
impactos ambientales significativos por el Proyecto respecto de los componentes suelo y 
agua, entregándose la información geológica, hidrogeológica y geotécnica necesaria 
durante la evaluación ambiental del Proyecto, para descartar los efectos, características y 
circunstancias del artículo 11 de la ley N° 19.300 en esta materia.” (Considerando 34.2.2.9 
de la Resolución). 

Por tanto, la Dirección Ejecutiva concluye que: 

“Que, respecto a los impactos ambientales sinérgicos o acumulativos, de acuerdo a lo 
señalado en el Considerando N° 34 precedente, esta Dirección Ejecutiva estima que, en los 
aspectos pertinentes, se evaluó el impacto acumulado que genera el presente Proyecto, en 
relación con lo evaluado en el Proyecto Original, habiéndose considerado debidamente en 
los fundamentos de la RCA N° 6/2018 las observaciones realizadas durante el proceso de 
PAC en la materia.” (Considerando 38.2 de la Resolución). 

3.2. El deber de evaluar los impactos acumulativos de la modificación de un 
proyecto 

Si bien la Ley 19.300 no define expresamente qué son los impactos acumulativos, el artículo 11 
ter consagra la obligación de considerarlos en la evaluación de proyectos y modificaciones a los 
mismos, en el tenor siguiente:  

“en caso de modificarse un proyecto o actividad, la calificación ambiental deberá recaer 
sobre dicha modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, aunque la evaluación 
de impacto ambiental considerará la suma de los impactos provocados por la modificación 
y el proyecto o actividad existente para todos los fines legales pertinentes.” 

En dicho supuesto, se entiende que la modificación del proyecto deberá considerar la suma de 
impactos del antiguo proyecto y de su modificación. El profesor Jorge Bermúdez sostiene que en 
realidad se trata de una evaluación del impacto acumulativo (de impactos de la instalación 
antigua y de su modificación), “con lo que las medidas que se adopten deberán considerar la 
suma de dichos impactos.”26. De estas ideas lo primero que podemos extraer que impacto 
acumulativo es la sumatoria de impactos nuevos y antiguos u originales, respecto del cual se 
debe adoptar medidas específicas para mitigarlo, compensarlo o repararlo. 

En ausencia de una definición detallada de impacto acumulativo y sus implicancias, la definición 
de impacto acumulativo que consagra el Real Decreto N° 1131/1988 de España (por el que se 
aprueba el Reglamento para la ejecución del Real Decreto Legislativo N° 1302/1986, de 28 de 
junio, de Evaluación de Impacto Ambiental), puede resultar sumamente ilustrativa para entender 
las distintas dimensiones de lo que se entiende por impacto acumulativo, no obstante no es 

																																																																				
26 BERMÚDEZ, Jorge. “Fundamentos de Derecho Ambiental”. Segunda Edición. Ediciones Universitarias de 
Valparaíso. Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Año 2014. Página 282. 
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norma chilena y en razón de las similitudes intencionales entre el sistema administrativo chileno 
y español. 

Dicha norma define al efecto acumulativo como “Aquel que al prolongarse en el tiempo la acción 
del agente inductor, incrementa progresivamente su gravedad, al carecerse de mecanismos de 
eliminación con efectividad temporal similar a la del incremento del agente causante del daño”.27 

Lo anterior cobra relevancia para el caso, en tanto –como se verá más adelante–, lo que en 
especie sucede es justamente un impacto acumulativo que implica un incremento progresivo en 
magnitud del impacto original, sin que exista una medida apropiada para mitigarlo de forma 
efectiva. 

Volviendo al derecho interno, para CHÁVEZ y SOTO la tipología introducida por el artículo 11 ter 
se fundamenta en la producción de efectos, características y circunstancias del artículo 11, no 
por uno u otro impacto (“nuevo” y “original” individualmente considerados), sino por la suma de 
ambos, la que debe analizarse como impacto distinto y autónomo de las partes que lo originan.  

Los efectos acumulativos se presentan en el caso en que se modifica un proyecto o 
actividad y dicha modificación en conjunto con los impactos del proyecto original genera o 
presenta alguno de los efectos, características o circunstancias del artículo 11 de la Ley N° 
19.300, sin generar un efecto adicional a la suma de los impactos del proyecto original y su 
modificación considerados cada uno por sí solo. Así, no es relevante establecer claramente 
en qué medida la modificación está contribuyendo por sí sola al total de ese efecto, ya que 
de acuerdo al artículo 11 ter de la Ley N° 19.300, el titular debe hacerse cargo de los 
efectos acumulativos que se generen, en la medida que sean de aquéllos establecidos en 
el artículo 11 de la Ley N° 19.300. Un ejemplo de lo anterior sería el caso de un proyecto 
hidroeléctrico que se modifica con el objeto de aumentar su potencia, para lo cual requiere 
incrementar su volumen de captación de agua, y por causa de dicho incremento sumado al 
volumen de captación original, se genera un efecto significativo sobre el cauce natural 
afectado, equivalente a la suma de los efectos producidos por la captación original y la 
proyectada, sea que el primero haya sido o no de carácter significativo. 28 

En esa misma línea IRARRÁZABAL y WALKER, señalan que las medidas ambientales que se 
definen proyecto a proyecto no son suficientes para garantizar la mantención de ciertos 
elementos o atributos del medio ambiente en los niveles deseados dadas las problemáticas 
asociadas a los denominados impactos acumulativos y sinérgicos. De igual forma ocurre cuando 
existen múltiples descargas en un cuerpo de agua con capacidad de carga limitada. Ejemplos 
hay muchos, lo relevante es reconocer que múltiples actividades cuyos impactos por sí solos no 
son significativos, pueden interactuar en el tiempo y en el espacio dando origen a un efecto 
combinado que puede tener consecuencias negativas mayores a las tolerables.29 

																																																																				
27 En línea en https://www.boe.es/boe/dias/1988/10/05/pdfs/A28911-28916.pdf 
28 CHÁVEZ, Romina y SOTO, Ignacio. “Efectos Sinérgicos y Acumulativos de Proyectos en el Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental: Reconocimiento Legal y Propuesta para una Adecuada Aplicación”. V Jornadas 
de Derecho Ambiental. Universidad de Chile. 2010. Página 513 y 532. 
29 WALKER, Patricio e IRARRÁZABAL, Ricardo. “Los efectos acumulativos y el Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental”. Revista de Derecho Ambiental. Año IV N° 6 (2016). Página 71 y 72. 
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Por su parte, la Excma. Corte Suprema en su sentencia recaída en los autos Rol N° 16.817-
2013, estimó que los impactos acumulativos constituyen un aspecto que la autoridad ambiental 
debe analizar en relación a lo dispuesto en el artículo 11 ter de la Ley N° 19.300. En términos 
concretos, estableció que “se desprende que el modelo normativo sobre el que se erige el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental parte de la lógica que la decisión de la autoridad 
administrativa, en orden a utilizar un Estudio de Impacto Ambiental o una Declaración de 
Impacto Ambiental, depende de un criterio normativo distinto de la modificación de los impactos 
ya identificados por el proyecto primitivo, sobre todo si se considera que un proyecto que 
modifica a otro debe necesariamente hacerse cargo de los impactos acumulativos. Tal 
argumentación se encuentra por lo demás refrendada en la propia historia de la Ley N° 20.417 
(…)”.30 En este caso la Corte Suprema releva la importancia de la evaluación de los efectos 
acumulativos en las modificaciones de proyectos. 

En efecto, la Historia de la Ley 20.417 da cuenta de la necesidad de incorporar la evaluación de 
los impactos acumulativos en el SEIA. En la discusión en sala, se señaló: “primero, se suman los 
efectos de un proyecto respecto a los otros. Y lo mismo en cuanto a la modificación de un 
proyecto; o sea, si un proyecto ingresa y es modificado, se suman los efectos adicionales que la 
nueva implementación va a significar, debiendo considerarse además las resoluciones de 
calificaciones ambientales.”31 Esta es la idea que subyace a la incorporación del artículo 11 ter a 
la Ley N° 19.300. 

Para continuar con el análisis presente, cabe contestar la pregunta relativa a en qué consiste el 
deber que establece el artículo 11 ter, de considerar la suma de impactos. 

Según lo hasta acá desarrollado permite responder que, frente a un posible impacto acumulativo, 
la metodología del SEIA debería responder de la misma forma que para un impacto individual 
que tenga la potencialidad de provocar los efectos, características y circunstancias del art. 11, 
tanto para predecirlos o modelarlos, para establecer medidas pertinentes, como también para 
descartar su ocurrencia, ya sea en el contexto de un Estudio de Impacto Ambiental en el 
contexto del artículo 12 letra d), como en el caso de una Declaración de Impacto Ambiental en el 
marco del artículo 12 bis letra b).  

La obligación de considerar los impactos acumulativos así comprendida se encuentra en 
armonía con el principio preventivo, pues fluye con toda obviedad que para que el SEIA cumpla 
con su finalidad preventiva, los impactos en general (los significativos que motivan el ingreso por 
EIA y los no significativos que se pueden dar en las DIAs) deben ser suficientemente estudiados 
como para descartarlos 

Como bien sabemos, el principio preventivo es el pilar fundamental del Sistema de Evaluación 
Ambiental, tal como se consigna en el Mensaje de la Ley Nº19.30032 y también como se colige 
																																																																				
30 Sentencia de la Corte Suprema, Rol N° 16.817-2013, de fecha 22 de mayo de 2014. Considerando 11°. 
31 Discusión en Sala, Historia de la Ley N° 20.417. Página 1891. 
32 “mediante este principio, se pretende evitar que se produzca los problemas ambientales. No es posible continuar 
con la gestión ambiental que ha primado en nuestro país, en la cual se intentaba superar los problemas ambientales 
una vez producidos.” Mensaje Presidencial, Ley 19.30, página 14. 
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de la naturaleza y espíritu intrínsecos de las disposiciones que lo regulan. Ello, pues para lograr 
el objetivo de prevención la ley contempló una metodología en la que todo proyecto o actividad 
que tenga un impacto ambiental debe someterse a este; así, mediante la DIA y los EIA “son 
examinados, descritos y valorados de manera comprensiva y previa todos los efectos 
ambientales negativos que un determinado proyecto o actividad pueda acarrear.”33  

En cuanto al concepto del principio preventivo, Guzmán Rosen lo define como aquel que 
“persigue en lo esencial adoptar medidas anticipatorias que permiten evitar o aminorar las 
consecuencias adversas para el medio ambiente como producto de la actividad humana”34; por 
otra parte, para Astorga Jorquera, este principio “pretende evitar o reducir efectos negativos de 
carácter significativo sobre el entorno, justificados jurídicamente –impacto ambiental– o 
antijurídicos –daño ambiental–.”35 Tomando en consideración las definiciones, como establece 
Ezio Costa Cordella, “El sistema mismo se estructura sobre la idea de que antes de llevar a cabo 
un proyecto, este debe necesariamente evaluarse. Vale decir, se estructura sobre la 
prevención.”36 

Luego, como indican IRARRÁZABAL y WALKER, el SEIA es un instrumento preventivo de 
control sobre proyectos determinados que, de acuerdo a la Ley N° 19.300, requieren 
obligatoriamente ser evaluados, en forma individual y atendiendo las características propias de 
cada uno, con la finalidad de conocer previamente con la mayor determinación posible efectos 
para el medio ambiente y elementos que de ello pudieran derivarse. En el caso que varios 
proyectos se emplacen en un área determinada, es muy probable que sus efectos ambientales 
interactúen entre sí y generen efectos en el medio ambiente que no pueden ser evaluados si no 
se toma en cuenta dicha interacción. En general, se reconoce que esta interacción puede dar 
lugar a dos tipos de efectos combinados: los “efectos sinérgicos” y los “efectos acumulativos”.37 

En conclusión, la obligación de considerar impactos acumulativos responde a la existencia o 
potencial existencia de una suma de impactos que tiene una entidad propia y, como tal, debe 
estudiarse adecuadamente con el fin de establecer medidas de mitigación, compensación o 
reparación, en el caso de los EIAs, como para descartar su ocurrencia, en el caso de las DIAs.  

3.3. La resolución reclamada no considera adecuadamente los impactos 
acumulativos sobre el componente agua 

Al contrario de lo expuesto anteriormente y sin mediar estudio, el Director Ejecutivo descarta la 
ocurrencia de impacto acumulativo y la necesidad de complementar  la información para 
estudiarlo por tres motivos fundamentales, según revisamos al comienzo de esta sección: 

- El impacto “nuevo”, esto es, el del proyecto Tronaduras por si mismo, no tendría entidad 
suficiente para generar efectos significativos. 

																																																																				
33 Ibidem nota 1. Página 266. 
34 GUZMÁN, Rodrigo. “Derecho Ambiental Chileno”. Santiago, Planeta Sostenible, (2012). Página 89. 
35 ASTORGA, Eduardo. “Derecho Ambiental Chileno”. Santiago, Lexis Nexis, (2006). Página 21. 
36 COSTA, Ezio. “Prevención como principio del sistema de evaluación de impacto ambiental en Chile”. FIMA, 
Revista de Derecho Ambiental, Vol. 5 (2013). Página 205. 
37 CHÁVEZ, y SOTO, op. cit. página 68. 
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- El impacto “nuevo” se produce en el mismo sitio que el impacto “original”, por lo que 
supuestamente estaría contenido en la línea de base y la predicción de impactos 
originales. 

- El impacto “nuevo” quedaría cubierto por la medida de mitigación establecida para el 
impacto original. 

Sobre la primera de las conclusiones se puede señalar que es totalmente contradictoria con la 
noción de impactos acumulativos, ya que lo que debe considerarse para evaluar o descartar su 
ocurrencia es el efecto sumado de dos impactos, en este caso, el “nuevo” y el “original”.  

La segunda conclusión, conjuntamente con la primera, implican considerar aisladamente el 
impacto del proyecto Tronaduras y descartarlo por ocurrir en la misma área que el impacto del 
proyecto Mina Invierno, sin hacerse cargo de que en verdad son impactos que pueden ser 
descritos como distintos ya sea por magnitud, como por duración, debido a las diferencias del 
mecanismo utilizado que los genera, en un caso la extracción mecánica y, en el otro, las 
tronaduras.  

Así, el proyecto Tronaduras pretende incorporar en el proceso extractivo de Mina Invierno un 
mecanismo que permita extraer de forma más eficiente el material, tal como lo señala la 
descripción del proyecto cuando explica que se contempla volumen de material a extraer 
aproximado no superior a 100.000 m3 en cada tronadura. De acuerdo a las condiciones 
geológicas del área a explotar por Mina Invierno, se someterán a tronadura principalmente el 
100% de las Areniscas Grises y el 60% del Glacio Fluvial del Yacimiento (Till Glaciar), lo que 
significa tronar durante la vida útil restante del yacimiento un equivalente del orden de un 40% 
del total del estéril remanente por extraer. 

La pregunta que se debe contestar frente al objetivo declarado del proyecto es cómo se 
comportará el avance del rajo tanto en la dimensión horizontal, como en la dimensión vertical. La 
respuesta es ineludiblemente que en la situación sin el proyecto Tronaduras, es decir, solo con 
extracción mecánica, el avance del rajo será más lento que en la situación con proyecto 
Tronaduras.  Entenderlo de otro modo haría que el proyecto Tronaduras fuera completamente 
innecesario para el proyecto.  

En efecto, Mina Invierno S.A. señala que las acciones asociadas al desarrollo de tronaduras, 
como método complementario de remoción de estéril, perfeccionarán la estrategia de extracción 
mecánica mediante palas hidráulicas utilizada actualmente, lográndose una mayor eficiencia en 
las faenas mineras, dado que este método permitirá fracturar el material (principalmente 
areniscas grises y parte del glaciofluvial) con mayor facilidad y alcanzar los niveles de 
productividad considerados en el plan minero original del “Proyecto Mina Invierno”. 

Independiente de que las palas que hagan la extracción sean las mismas, el hecho de que el 
rajo avance más rápido desde el momento de realizada la prefractura por medio de las 
tronaduras implica que los impactos de ambos proyectos son necesariamente distintos, pues el 
segundo tiene como consecuencia el aumento de la velocidad para explotar el rajo más amplia y 
profundamente de lo que podía hacerse con el método original. Esto quiere decir que la cantidad 
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de agua proyectada para fluir desde el rajo puede ser la misma, pero el impacto cambia en 
magnitud por suceder en menos tiempo, por lo que se afecta la calidad de este componente.   

Por lo tanto, el impacto sobre el componente agua, habida consideración de la incorporación de 
las tronaduras, es distinto al del proyecto original de extracción mecánica, y no hay forma de 
verificar en el expediente que no se cumple el supuesto del artículo 6 letra c) del RSEIA, en 
relación con el artículo 11 letra b) de la Ley N° 19.300. Dicho de otra forma, Mina Invierno S.A. 
no ha podido acreditar que la modificación del proyecto original no genera o presenta efectos 
adversos significativos sobre la calidad del componente agua, pues no ha aportado 
antecedentes para desvirtuar un evidente aumento en la magnitud del impacto que importa la 
incorporación de tronaduras a la extracción mecánica por un corto periodo de tiempo. Lo que 
correspondía, entonces, era evaluar dicho impacto acumulativo vía la presentación de un EIA. 

Así, en la evaluación del proyecto Tronaduras no ha sido demostrado que no se generan los 
efectos, características o circunstancias del artículo 11 letra b) de la Ley N° 19.300, puesto que 
la Dirección Ejecutiva descarta el impacto antes de que se haya aportado información suficiente 
para descartar que la interacción de la presente modificación con el proyecto original produce los 
efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad del componente agua, debiendo 
atenerse a lo dispuesto por el artículo 11 ter de la Ley N° 19.300, esto es, considerar la suma de 
los impactos provocados por la modificación y el proyecto o actividad existente. 

3.4. La medida del proyecto original no se encuentra operativa para mitigar el 
impacto actual del proyecto Tronaduras 

Por último, no se puede soslayar que el reclamado incorpora en su decisión de descartar el 
estudio del impacto acumulativo del componente hidrogeológico, el hecho de que el impacto ya 
estaría cubierto por una medida de mitigación establecida por la RCA 25/2011 y por el Programa 
de cumplimiento aprobado por la SMA producto de que esa medida aún no ha sido cumplida. 

Es relevante traer a colación algunos detalles del Programa de cumplimiento a que se refiere el 
reclamado, pues sirven para ilustrar adecuadamente el punto que se controvierte.  

En el procedimiento sancionatorio abierto en contra del titular del proyecto Mina Invierno, la SMA 
al levantar cargos, señaló la siguiente infracción:  

“Superación de los valores de referencia establecidos para el punto SUP-8 respecto de los 
parámetros Sólidos Suspendidos Totales, Sólidos Disueltos Totales, Conductividad 
Eléctrica, Manganeso Disuelto, Hierro Disuelto y Aluminio Disuelto, según consta en la 
Tabla N°3 y en el Anexo 2 de esta formulación de cargos” 

Respecto de ese incumplimiento se establecieron una serie de medidas que están detalladas en 
el Programa de Cumplimiento y que han sido además explicadas por la SMA en su informe. Sin 
embargo, y sin perjuicio de la idoneidad técnica de las medidas para cumplir efectivamente con 
la normativa, la resolución reclamada señala lo siguiente: 

“92. Que de esta forma, se propone un régimen de cumplimiento progresivo en cuatro 
fases: i) desde la notificación de la aprobación del PdC hasta el mes 4 inclusive, monitoreo 
semanal sin verificación del valor límite para SST en el punto SUP-8; ii) Desde el mes 5 al 
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mes 12, el PdC compromete un máximo de 3 excedencias en conformidad a la metodología 
de medición del memo 42/2017; iii) desde el mes 13 al mes 24 el plan compromete un 
máximo de 2 excedencias, en conformidad a la metodología del Memo 42/2017, iv) a partir 
del mes 24 se compromete un cumplimiento del 100%, en conformidad a la metodología de 
medición del Memo N° 42/2017”. 

Acto seguido señala la resolución: 

“93. Que se estima que el concepto de cumplimiento progresivo de la acción es adecuado, 
pues el PdC debería ir generando una mejora en la calidad del agua del Chorrillo Invierno 2 
a medida que se vayan implementando las acciones, por lo que el cumplimiento 
razonablemente no puede ser inmediato. Por lo demás, el pazo de 4 meses para la 
obtención de la aprobación del método de medición resulta razonable, pues se entiende 
que la realización de monitoreos por laboratorio de manera diaria presentaría dificultades 
logísticas de difícil solución, sobre todo considerando la ubicación del proyecto. Además, 
durante todo el PdC se efectuará el monitoreo limnológico de la acción 21”. 

Vale decir que existe un plazo de 2 años para que se cumpla de manera íntegra con las 
obligaciones que tiene el titular desde que el proyecto Mina Invierno fuera aprobado el año 2011. 
Es decir, la medida de mitigación de calidad de aguas en lugar de entrar en vigencia en conjunto 
con la operación del proyecto, como debió haber sido, entrará en funcionamiento por lo bajo 8 
años después de que fue establecida en la RCA 25/2011. 

Pero aún más, ese plazo es meramente referencial pues el Programa de cumplimiento 
comprende la obligación de evaluar ambientalmente la faena que pone operativa la medida, el 
cual fue ingresado por el titular al SEIA el día 9 de octubre del presente año, en la forma del 
proyecto “Obras complementarias de decantación y otras acciones, Proyecto Mina Invierno”, 
evaluado por Estudio de Impacto Ambiental, admitido a tramitación recientemente el 16 de 
octubre.  La descripción del proyecto señala: 

“[…] el Proyecto se somete al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), en 
virtud de lo resuelto por la Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) a través de la 
Resolución Exenta N°10/Rol D-050-2016, de fecha 30 de junio de 2017, que aprueba el 
Programa de Cumplimiento (PdC), donde se establece que ciertas obras y actividades 
deben ser objeto de evaluación ambiental a través del ingreso de un proyecto al SEIA; ello 
sin perjuicio de que algunas de tales obras y actividades ya se encuentren ejecutadas o en 
ejecución, en virtud de lo establecido por la SMA en el PdC.” 

Si consideramos que, de acuerdo a los datos recopilados por el informe “DOCUMENTO 
DIAGNÓSTICO: REFORMA AL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL (SEIA)” 
de la Comisión Sindical Cívico Parlamentaria (CSCP) para la reforma al SEIA, los proyectos 
evaluados por EIA pasan en promedio 141 días en evaluación y 166 días suspendidos por el 
titular para la elaboración de los Adendas38.  La Corporación Chilena del Cobre, por su parte, 
señala que ese plazo es de 270 a 323 días39.  

																																																																				
38 CSCP, Comisión Sindical Cívico Parlamentaria para la reforma al SEIA, “DOCUMENTO DIAGNÓSTICO: 
REFORMA AL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL (SEIA)”, página 7. Disponible en línea en: 
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Estos plazos tampoco contemplan la etapa de reclamación administrativa y la posterior de 
control judicial, que pueden extenderse fácilmente por 2 a 3 años. Todo lo anterior, más la 
duración declarada de la etapa de construcción del proyecto “Obras complementarias de 
decantación y otras acciones, Proyecto Mina Invierno”, en total, implica que la medida de 
mitigación establecida en la Resolución de Calificación Ambiental 25/2011, que supuestamente 
en la opinión del reclamado sirve para hacerse cargo del impacto hidrogeológico del proyecto 
Tronaduras, recién se encontraría operativa aproximadamente el año 2023, si es que no más 
tarde.  

Considerando que el proyecto Tronaduras podría empezar a ejecutarse desde hoy mismo, lo que 
en la práctica el Director Ejecutivo está permitiendo es que se produzca un impacto sin medida 
de mitigación alguna por 5 años, lo cual no puede ser tolerado por el Sistema.  

4.  SUBESTIMACIÓN DE LAS EMISIONES DE RUIDO  

4.1. El tratamiento del ruido en la Resolución reclamada. 
Nuestros representados, tanto en las observaciones como en las reclamaciones administrativas, 
se refirieron a la estimación de las emisiones de ruido del proyecto Tronaduras, en relación a su 
potencial afectación de la salud humana (por ser todos ellos residentes de la Estancia Anita 
Beatriz, vecina de la Estancia Invierno); de la fauna terrestre, incluyendo mamíferos, aves, y 
especies de artrópodos; de los sistemas de vida, frente a la conexión que existe entre afectación 
a la fauna terrestre y la actividad de ganadería tradicional que se lleva a cabo en Isla Riesco; y a 
la falta de estudios del ruido e infrasonido sobre la fauna marina protegida del sector, en 
particular cetáceos. 

Luego de haber sido indebidamente consideradas las observaciones en la RCA del proyecto, la 
Resolución reclamada las rechaza por los argumentos que se desarrollan a continuación: 

Al referirse a los riesgos a la salud de la población, por las emisiones atmosféricas del proyecto y 
los ruidos generados por las perforaciones y tronaduras propuestas., la D.E. descarta que se 
genere o presente riesgo para la salud de la población producto del ruido emitido por el proyecto, 
debido a los resultados obtenidos de las modelaciones efectuadas en el estudio de impacto 
acústico, adjuntadas en los Anexos N° 5 de la DIA y N° 2 de la Adenda. Para el caso específico 
del ruido asociado al transporte, debido al bajo incremento del flujo vehicular asociado al 
proyecto, en ambas fases, se concluye que las emisiones acústicas son prácticamente 
imperceptibles, por lo que se descartan efectos asociados al ruido producto del transporte de 
carga.  

																																																																																																																																																																																																						
http://www.fima.cl/site/wp-content/uploads/2015/09/Diagnostico-Comision-Sindical-Civico-P-arlamentaria-CSCP-
Septiembre-2015.pdf 
39 COCHILCO, Corporación Chilena del Cobre, “Análisis del proceso de evaluación ambiental de los proyectos 
mineros”, página 27. Disponible en línea en: 
https://www.cochilco.cl/Listado%20Temtico/Analisis%20proceso%20de%20evaluaci%C3%B3n%20ambiental%20pro
yectos%20mineros.pdf 
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En relación al componente fauna, el reclamado estima que la información presentada es 
adecuada y suficiente. Los antecedentes presentados por Mina Invierno datan desde el año 
2007 al 2014, incluyendo informes de trabajo de campos del "Proyecto Southern Star Coal", 
"Proyecto Portuario Isla Riesco" y "Proyecto Mina Invierno", además de literatura científica 
específica y revisión de los estudios derivados de la RCA N° 25/2011, registrando 84 especies 
de vertebrados, entre especies de peces de aguas continentales, aves, mamíferos terrestres y 
cetáceos. 

Se señala que el posible efecto de las tronaduras sobre individuos de fauna será de escasa 
duración, pudiendo perturbarlos de manera similar a cuando se activa su sistema de alarma ante 
la posible llegada de un depredador (o por actividades antrópicas como el paso de vehículos, 
actividad agropecuaria, etc.). Las tronaduras corresponderán a un impulso que tendrá una 
duración de 2 segundos, una vez al día y como máxima 4 veces a la semana.  

Asimismo, mediante la información presentada en el Anexo N° 5 de la DIA y N° 2 de la Adenda, 
se demostró el cumplimiento de las distintas normas de referencia utilizadas y, de esta forma, la 
no generación de efectos significativos por ruido sobre individuos de fauna nativa, además de la 
fauna doméstica (ovina y bovina), señalando que la evaluación del impacto acústico sobre para 
la fauna ovina y bovina, consideró los umbrales y las metodologías establecidas por la autoridad 
y/u otras referencias más estrictas, aplicándose además los escenarios y supuestos más 
desfavorables desde el punto de vista ambiental. 

La D.E., sobre la base de la información presentada (considerando 34.2.3.7), estima que desde 
un punto de vista de bienestar animal (stress fisiológico, efecto sobre producción, salud y 
reproducción, etc.) el efecto vibratorio de las perforaciones y tronaduras asociadas al Proyecto 
no genera impactos significativos. 

Continúa señalando que se habrían evaluado los posibles efectos del ruido sobre especies que 
habitan el borde costero y en el fondo marino. De ambas evaluaciones se determina que no 
existirían riesgos de generar impactos vibratorios significativos en especies de fauna y/o biota 
marina y su respectivo hábitat (fondo marino), por cuanto el borde costero se encuentra a más 
de 2.000 m. de distancia desde el lugar donde se efectuarán las tronaduras.  
Se estableció de forma complementaria al análisis de cumplimiento normativo en relación con la 
fauna, un contorno de exposición sonora de 85 dB(Z), cuya extensión geográfica no alcanza el 
área de compensación integrada (aprobada por la RCA N° 25/2011) definida como una zona 
cercana al Proyecto, en la cual puede existir presencia de fauna nativa; además, no abarca 
ninguno de los sitios con presencia de fauna ovina ni bovina, por presentar los mismos mayor 
distancia respecto del Proyecto. Por tanto, el titular propuso un plan de seguimiento de niveles 
de ruido, el que la D.E. estima que es necesario adecuar losp untos de seguimiento sobre ruido 
para la fauna terrestre que se encuentran fuera del área de compensación integrada. Se 
establece que Mina Invierno debe proponer nuevo punto dentro de esta área, que deben ser 
analizados y validados por el SAG previo al inicio del monitoreo. 

En relación a la posible afectación de los sistemas de vida, referido a la ganadería tradicional, se 
descarta la generación o presencia de impactos ambientales significativos sobre la fauna, 
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incluyendo la producción ovina, por las tronaduras del proyecto, lo que fue abordado dentro del 
análisis de la letra b) del artículo 11 de la ley N° 19.300. 

Por último, en lo que respecta a la fauna marina protegida, la D.E. reitera que el Proyecto no 
incluye actividades en el fondo marino, y las tronaduras se desarrollan en el rajo de la faena, a 
más de 2 km. del borde costero, por lo que no se considera necesario un análisis adicional como 
el solicitado por los Reclamantes PAC respecto a ruido infrasónico. 

4.2. La modelación acústica del proyecto tiene errores metodológicos graves 
Pese a que fue reiteradamente solicitado por nuestros representados que se ahondara más en la 
información acústica disponible en la evaluación del proyecto, tanto la Comisión de Evaluación 
como la autoridad reclamada se negaron a la incorporación de mejores antecedentes, 
decidiendo a la postre en base a información que es insuficiente e incluso, metodológicamente 
errada, como se verá a continuación. 

En primer lugar, respecto de la obtención de los niveles de ruido de fondo en los receptores, en 
la DIA se escogieron días y horarios arbitrarios, es decir, no representaron comprobadamente el 
menor valor de ruido de fondo, de modo que los datos de ruido de fondo obtenidos no 
representan necesariamente la condición más desfavorable, por lo que los niveles máximos 
permisibles para el cumplimiento normativo son cuestionables.  

Segundo, en relación a los datos utilizados sobre velocidad del viento, aquellos utilizados por el 
titular y la utilización de pantallas antiviento convencionales, arroja resultados sumamente 
cuestionables, dado a que se basan en un promedio de velocidad anual de 6,2 m/s (medidos en 
la Estación Laguna)40, sin considerar las importantes diferencias de hasta 20 db que pueden ser 
detectadas a por velocidades de viento superiores a 5 m/s41. 

Luego, podemos destacar que la utilización del modelo de cálculo CONCAWE para la 
propagación sonora por parte del proyecto, de acuerdo con la literatura técnica, no es 
recomendable en cuanto a las características de los ruidos impulsivos de baja frecuencia, como 
las explosiones o tronaduras mineras, ya que además de la propagación de las ondas sonoras 
por el aire, se añade una componente de acoplamiento aire-tierra, la cual conduce a la 
necesidad de contar con estudios geofísicos más acabados al respecto.42 

Como SS. Ilustre podrá observar, hemos destacado las anteriores irregularidades de la 
metodología de modelación acústica de entre varias otras que han sido identificadas y 
desarrolladas latamente en los informes “Estudio de impacto acústico por actividades mineras 
(Estancia Anita Beatriz)” e Informe sobre la evaluación del impacto acústico del proyecto 
“Incorporación de tronadura como método complementario en la extracción mecánica de material 

																																																																				
40 http://seia.sea.gob.cl/archivos/2015/11/06/09b_Anexo_5_Estudio_de_Impacto_Acustico-Vibratorio.pdf, página 34. 
41 Según ACUÑA Cartes, Juan , citando a la Subsecretaría de Medio Ambiente, en “INFORME SOBRE LA 
EVALUACIÓN DEL IMPACTO ACÚSTICO DEL PROYECTO “INCORPORACIÓN DE TRONADURA COMO 
MÉTODO COMPLEMENTARIO EN LA EXTRACCIÓN MECÁNICA DE MATERIAL ESTÉRIL EN MINA INVIERNO”, 
página 3. Acompañado al tercer otrosí de esta presentación.  
42 ACUÑA Cartes, Juan, “Estudio de impacto acústico por actividades mineras (Estancia Anita Beatriz)”, página 25, 
acompañado al tercer otrosí de esta presentación. 
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estéril en Mina Invierno”, del ingeniero acústico Juan Acuña Cartes, ambos acompañados al 
otrosí de esta presentación y disponible para su consulta.  

4.3. La información no permite descartar efectos del ruido sobre la fauna 
En el caso de la fauna terrestre el titular utiliza para la evaluación de los posibles impactos un 
informe (Effects of Noise on Wildlife and Other Animals; Review of Research since 1971) 
recomendado por el SAG en su “Guía de Evaluación Ambiental: Componente Fauna Silvestre”, 
del año 2012, la cual establece parámetros generales para la evaluación del componente.    

Cabe destacar que dicho documento, si bien no está en discusión su calidad técnica, no es una 
normativa ni siquiera en el contexto donde se origina, que es en la Agencia de Protección 
Ambiental (EPA, por su sigla en inglés) de los Estados Unidos, sino que es un documento 
privado, de exclusiva responsabilidad de sus autores. Pese a ello, el titular prácticamente lo 
utiliza como norma de referencia, lo cual es acusado por la  

SEREMI del Medio Ambiente durante la evaluación ambiental del proyecto a través del Ord. No 
150/2016 de fecha 4 de mayo 2016, en el que señala que “A la fecha no se reconoce una 
normativa de referencia que se haga cargo de la evaluación del ruido sobre la fauna sensible, el 
documento EPA no es una normativa, sino que es referencial”,  

Lo reitera en el Ord. No 196/2016 de fecha 22 de junio de 2016, señalando que:  

“Esta Seremía manifiesta que el titular responde reiterando la evaluación realizada con la 
Guía del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG, 2012), basado en el criterio EPA de Estados 
Unidos, lo cual no es procedente, toda vez que la observación apunta a reevaluar las 
emisiones de ruido generados por Tronaduras, para lo que se requieren de normas 
específicas para este tipo de fuentes (ruido impulsivo) y no estándares basados en 
descriptores con ponderación temporal de largo aliento”.  

En el Ord. 249/2017 de 22 de septiembre de 2017, último del organismo con observaciones, pide 
complementar la evaluación ambiental del efecto del ruido respecto de la fauna terrestre, lo que 
es contestado por el Adenda correspondiente señalando únicamente que esas necesidades de 
información serán incorporadas a los monitoreos del plan de seguimiento.  Es decir, se evidencia 
en el expediente un manifiesto vacío de información que sirve para determinar la ocurrencia de 
un posible impacto, pero en un lugar de incorporarse de forma previa, se deja para la etapa 
ejecución del proyecto cuando ya no hay posibilidad de establecer medidas dentro del SEIA para 
mitigarlo.  

A mayor abundamiento, hasta la fecha no existe en el expediente ambiental una evaluación o 
método alguno para medir los efectos de las emisiones acústicas ultrasónicas e infrasónicas 
tanto de las tronaduras como de las faenas de perforación, en la fauna silvestre, pese a la 
importa presencia en la zona de especies en distintas categorías de conservación (desde 
vulnerables a peligro crítico), lo que debería significar un estándar más elevado de evaluación 
para propender a la conservación in-situ de dichas especies. 

En efecto, para la mayor parte de la fauna silvestre, incluyendo la fauna chilena, se desconoce la 
relación entre la frecuencia de los ruidos y su respuesta, de modo que no hay una certeza 
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científica absoluta como si parece tenerla el reclamado al descartar de plano la ocurrencia de 
impactos por ruido (y pese a las deficiencias de la información aportada por el titular). Si por un 
lado no accede a que la información disponible sea complementada como le fue solicitada por 
nuestros representados, ni tampoco establece medidas suficientes para evitar los graves riesgos 
que el ruido podría acarrear para las especies protegidas, la autoridad se aleja por completo de 
un enfoque precautorio de la evaluación, para optar por el beneficio del titular en lugar de cumplir 
su obligación legal de conservar el patrimonio ambiental, como señala el artículo 1 de la Ley 
19.300.  

Un caso similar sucede para la fauna marina, que pese a no estar suficientemente estudiada la 
relación entre ruido, vibración e impacto en el medio marino en la ciencia (los estudios 
referenciados analizan algunos tipos de ruidos que no se condicen con los ruidos de las 
tronaduras y las perforaciones), la D.E. elabora un criterio obtenido desde meras declaraciones 
del titular para concluir que debido a que el proyecto no interviene el fondo marino directamente 
y a que el rajo se ubica a 2 kilómetros de la línea costera, no hay necesidad de estudiar el 
impacto del ruido sobre el medio marino.  Esta opinión es totalmente arbitraria y no tiene 
sustento en información técnica alguna, pues el componente simplemente no fue estudiado. 

En su lugar, solo pondera teóricamente el impacto de la onda acústica entre aire/agua, sin 
considerar la suma de impactos, como por ejemplo, las operaciones en el Proyecto Puerto y el 
tránsito de camiones de alto tonelaje. Tampoco se evaluó la situación de ruido de fondo 
submarino preexistente ni vibraciones preexistentes en subsuelo marino, lo que constituye un 
procedimiento fundamental a la hora de realizar monitorizaciones posteriores durante la 
ejecución del proyecto.  

Por último, consta de acuerdo a lo señalado tanto por el titular como por el reclamado, que el 
proyecto Tronaduras se basa en la línea de base del proyecto Mina Invierno, la cual fue 
elaborada con información cuya última fecha de actualización es el año 2014. Ello, no obstante 
se puede constatar en terreno que las variaciones en el clima han modificado la fauna que llega 
hasta Isla Riesco, existiendo evidencia de presencia de nuevas especies que antes no habían 
sido registradas 43 44  y 45. 

En ese marco, en diciembre de 2016 se registró en Isla Riesco (fuera del área de la Mina) por 
primera vez una pareja de canquenes colorados, declarados En Peligro de Extinción en Chile. 

Dentro de las observaciones ciudadanas se solicitó la realización "una evaluación de posibles 
sectores en que podría estar presente el Canquén colorado y que estén en el área de influencia 
de los efectos de las tronaduras (por ejemplo, en el humedal de la desembocadura de los 

																																																																				
43 La presencia del canquén colorado se encuentra documentada en la revista científica Anales Instituto Patagonia, 
del año 2017, disponible en 
http://www.analesdelinstitutodelapatagonia.cl/index.php/analespatagonia/article/view/763/676. 
44 La presencia de Rara (Phytotoma rara), fue confirmada en 2016 en publicación de la misma revista científica, 
disponible en https://scielo.conicyt.cliscielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-686X2016000200008 
45 La presencia de Mecysmauchenius segmentatus fue confirmada el año 2014 en publicación de la misma revista 
ya referida, disponible en https://scielo.conicyt.cliscielo.php?script=sci_a rttext&pid=50718-686X2014000100007. 
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chorrillos Invierno 1 e Invierno 2), respecto de lo cual no hubo respuesta alguna de la autoridad, 
ni siquiera en la Resolución reclamada. 

Asimismo, no ha sido considerada la presencia de artrópodos, aún con el antecedente que el 
2016 el abejorro Bombus dahlbomii, entró al listado de especies en peligro en la UICN. Dicha 
especie se encuentra presente en el área de la mina y es imposible descartar los posibles 
impactos que sobre ella generen las tronaduras, pues no hay información al respecto en la 
evaluación ambiental. 

Lo anterior, no obstante no ha sido considerado por los órganos informantes, demuestra 
fehacientemente que la conformación de la línea de base ha variado en relación a la información 
disponible en 2014, la cual no es representativa de la flora y la fauna de la zona en la actualidad. 

Ello impide llegar a la conclusión seria de que los efectos del artículo 11 de la Ley 19.300 no se 
producen ya sea por el ruido como por los demás impactos posibles del proyecto y, por tanto, 
requieren de una metodología más minuciosa que en la especie no se observa, teniendo el 
proyecto, en definitiva, información insuficiente también en este aspecto. 

5. El PROYECTO INCORPORACIÓN TRONADURAS SE ENCUENTRA 
FRACCIONADO 

5.1 Antecedentes de la reclamación  

Las observaciones N° 15 de Gabriela Simonetti presentada el 17 de mayo de 2017 y N° 1 de 
Victoria Belemmi presentada el 17 de mayo de 2017, dan cuenta del fraccionamiento realizado 
por el proyecto Incorporación Tronaduras. Sin embargo, en la RCA se desestimaron dichas 
observaciones por considerar que 1) en el procedimiento de evaluación se determina si el 
proyecto produce los efectos que hacen procedente la evaluación por EIA, de modo que si se 
confirma que se producen tales efectos se verifica la situación de fraccionamiento, pero si se 
descartan los efectos del artículo 11 de la Ley 19.300, el fraccionamiento no se comprobaría y 2) 
que un proyecto previamente evaluado y en ejecución puede ser válidamente objeto de 
modificaciones siempre que se consideren los impactos sinérgicos.  

Frente a lo anterior se reclamó administrativamente sosteniendo que la hipótesis de 
fraccionamiento se verifica ya que 1) Existiría intención de fraccionar dado que el proyecto 
original reiteradamente negó la utilización de tronaduras y solo dos años después las presentó a 
evaluación mediante un instrumento diferente, es decir, con la intención de variar el instrumento 
de evaluación; 2) El proyecto, por los impactos que provoca debió haber ingresado por EIA, o 
haberse evaluado en conjunto con el proyecto "Mina Invierno", 3) Los proyectos evaluados por 
etapas señalan la existencia de las etapas en la instancia de evaluación; 4) los proyectos Mina 
Invierno e Incorporación Tronaduras se necesitan ya que el primero no es viable sin el segundo y 
5) Si bien corresponde a la Superintendencia la competencia para comprobar fraccionamiento, el 
SEA tiene facultades para informar cuando se presentan casos, sobre todo en base al principio 
de coordinación que rige en la Administración Pública.   

Finalmente, el Director Ejecutivo resolviendo sobre el fraccionamiento señaló:  
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 “Que, respecto de un eventual fraccionamiento del Proyecto, se hace presente que 
conforme a los artículos 11 bis de la ley N° 19.300 y 3, letra k), de la ley N° 20.417, es la 
SMA la autoridad competente para pronunciarse en caso que se considere que concurre 
dicha circunstancia, no correspondiendo que esta Dirección Ejecutiva se pronuncie en este 
sentido.” (Considerando 38.3 de la Resolución). 

“Que, sobre dicha materia la jurisprudencia de la judicatura especializada ha sido conteste 
en cuanto a señalar que las materias referidas al fraccionamiento deben ser analizadas y 
resueltas por la SMA. En ese sentido, por ejemplo, el Segundo Tribunal Ambiental, en la 
causa Rol R-57-2014, en fallo del 23 de diciembre de 2014, señaló que "Conforme al 
artículo 3 letra k) de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, dicho 
organismo tiene entre sus funciones y atribuciones, la de "Obligar a los Titulares, previo 
informe del Servicio de Evaluación Ambiental, a ingresar adecuadamente al Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental cuando éstos hubiesen fraccionado sus proyectos o 
actividades con el propósito de eludir o variar a sabiendas el ingreso al mismo [...1". De 
este modo, lo anterior no puede ser alegado como parte del artículo 17 N°9 de la Ley 
20.600, que otorga competencia a los Tribunales Ambientales para conocer de los demás 
asuntos que señalen las leyes, pues en este caso, la Ley ha señalado expresamente a un 
organismo competente para ello, distinto de esta Magistratura". (Considerando 38.4 de la 
Resolución). 

Como se puede apreciar lo razonado por la resolución del Director Ejecutivo no se hace cargo en 
ningún sentido de la reclamación administrativa interpuesta, basando su argumentación solo en 
descartar responsabilidad sobre la determinación de un posible fraccionamiento.  

5.2. El proyecto Mina Invierno cumple con los presupuestos para configurar 
fraccionamiento  

La Ley 20.417 vino a modificar la institucionalidad ambiental, en específico la Ley 19.300, con el 
objetivo de mejorar falencias y resquicios no previstos al momento de su dictación. En este 
contexto se agregó el artículo 11 bis que establece una prohibición general de fraccionar los 
proyectos, la que de acuerdo a la historia de la Ley tuvo como fundamento “perfeccionar 
diversas normas para evitar los abusos que se hacen del fraccionamiento con el propósito de 
eludir los estudios pertinentes”.46 Como explica Eduardo Astorga “la incorporación del artículo 11 
bis a la Ley N° 19.300 corresponde a un esfuerzo por impedir la simplificación premeditada de 
los proyectos, evitando evaluar los impactos sinérgicos y/o acumulativos”.47 

En específico el artículo 11 bis de la Ley 19.300 mencionado establece que:   

 “Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus proyectos o actividades con el 
objeto de variar el instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la Superintendencia del Medio 

																																																																				
46 Historia de la Ley N° 20.417. Página 1890. Pablo Longueira durante el Segundo Trámite Constitucional de la Ley 
20.417, en la discusión en sala del 10 de Noviembre del año 2009.   
47 ASTORGA, Eduardo. “Derecho Ambiental Chileno. Parte General”. Cuarta Edición. Thomson Reuters. Legal 
Publishing. Año 2014. Página 195. 
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Ambiente determinar la infracción a esta obligación y requerir al proponente, previo informe 
del Servicio de Evaluación Ambiental, para ingresar adecuadamente al sistema. 

No se aplicará lo señalado en el inciso anterior cuando el proponente acredite que el 
proyecto o actividad corresponde a uno cuya ejecución se realizará por etapas.” 

De la lectura de este artículo es posible concluir que el punto central del fraccionamiento es la 
“división” de un proyecto que se aparte de la noción de realización por etapas, la que además 
debe realizarse con la “intención” de variar el instrumento de evaluación o eludir el sistema. De 
ello se desprende que deben concurren tres requisitos:  

a. Que un proponente divida sus proyectos o actividades 

b. Que este fraccionamiento se realice a sabiendas  

c. Que este fraccionamiento tenga por objeto variar el instrumento de evaluación o de 
eludir el ingreso al Sistema de Evaluación Ambiental. 

En el caso de la Mina Invierno, tal como se hizo presente en las observaciones y reclamaciones 
presentadas, no cabe duda que se configuran los requisitos para estar frente la hipótesis del 
artículo 11 bis.  

En primer lugar, porque estamos frente a una división dado que el proyecto Tronaduras se 
ingresó a 4 años de aprobada la RCA del proyecto Mina Invierno, solo para efectos de incorporar 
tronaduras. Y, siguiendo lo indicado por el artículo 11 bis, dicha división dista de ser reflejo de un 
proyecto realizado por etapas, toda vez que contrario a lo que sucede en este tipo de proyectos, 
en que suele señalarse en la evaluación del proyecto original que este se encuentra pensado 
para el desarrollo por etapas, el titular en reiteradas ocasiones negó la utilización de tronaduras. 
Por el contrario, sostuvo durante la evaluación que sólo utilizaría palas hidráulicas para extraer el 
carbón y el material estéril48. A modo de ilustración, en el expediente de evaluación del proyecto 
original se constata: 

-Punto 1.4 Adenda 1, EIA “Proyecto Mina Invierno”  

“El proyecto no contempla el uso de tronaduras como parte de sus procesos de 
construcción u operación”49.   

-Punto 11.28.11 Adenda 2, EIA “Proyecto Mina Invierno”  

“Tal como se indicó en respuesta a observación 1.4 de la Adenda 1, el proyecto no 
contempla el uso de tronaduras como parte de sus procesos de construcción u operación, 
atendido lo cual, el proyecto no requiere tomar medidas vinculadas con esta actividad” (el 
destacado es nuestro)50. 

																																																																				
48 RCA N° 025/2011 del proyecto Mina Invierno. Punto 4.2.2: “El yacimiento Invierno está conformado por un manto 
carbonífero principal de 13 m de potencia promedio y otros mantos secundarios de menor espesor, los cuales serán 
explotados en la modalidad a cielo abierto por extracción directa mediante palas hidráulicas, montadas sobre orugas 
y la respectiva flota de camiones y equipos de apoyo. El material de sobrecarga, también denominado estéril, será 
igualmente removido en forma mecánica.”  
49 Adenda N° 1. http://seia.sea.gob.cl/documentos/documento.php?idDocumento=4691346 
50 Adenda N° 2 http://seia.sea.gob.cl/documentos/documento.php?idDocumento=5014299 
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Tales afirmaciones fueron fundamentales para la aprobación del proyecto original, por lo que se 
dejó constancia de ello en su RCA en el Considerando 5.1.12:   

“El proyecto no contempla el uso de tronaduras como parte de sus procesos de 
construcción u operación, atendiendo lo cual, el proyecto no requiere tomar medidas 
vinculadas con esta actividad”.51 

En segundo lugar, y lo más importante, porque es evidente que la división se hizo con la 
intención de variar el instrumento de evaluación. La determinación de este elemento subjetivo es 
conocidamente conflictiva en la doctrina y jurisprudencia por su dificultad de verificación. 

 No obstante ello, es de toda claridad que encontrándose esta norma en una regulación sectorial 
ambiental de carácter administrativa, su lectura debe ser acorde con las normas que rigen en 
materia ambiental, siendo especialmente importante el principio preventivo. De modo que frente 
a la posibilidad de dañar el medio ambiente se debe aplicar la norma de fraccionamiento a la luz 
de la intención de evitar impactos indeseados, no evaluados o el daño ambiental. Además, la 
misma Historia de la Ley 20.417 entrega una pauta tangible sobre su determinación. En 
específico, en su tramitación legislativa se señaló que “[…] este término tiene importancia para la 
aplicación de la sanción, que va a significar la aplicación de una sanción más severa. Para 
probar esta circunstancia se usarán pruebas que dirán relación con el tipo de asesoría 
que ha recibido el infractor, la experiencia en el Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, con lo cual se establecerá una presunción legal.”52 

Es decir, el componente “a sabiendas” no determina que el proyecto esté fraccionado, sino que 
determina la posibilidad e ímpetu de la sanción a aplicar, con una suerte de presunción atendido 
el elevado conocimiento que se obtiene de las asesorías técnicas que reciba el infractor y su 
experiencia en el SEIA.  

Pues bien, en el presente caso existen antecedentes que generan presunciones concluyentes 
sobre las intenciones del titular. El principal, dice relación con el desarrollo de la evaluación del 
proyecto Mina Invierno. El titular presentó un proyecto con una proyección de vida útil de 12 
años53. Sin embargo, habiendo obtenido aprobación en el año 2011, a 4 años de su aprobación, 
ingresó un nuevo proyecto para incorporar las tronaduras pese a que durante la evaluación del 
mismo negó su utilización.  

Más aún, ya desde el año 2014, a 3 años de obtener la aprobación de su RCA, se evidenciaron 
las intenciones de no evaluar las tronaduras, presentando una solicitud de pertinencia al SEA 
para incorporarlas al proceso de extracción. En específico el titular señaló a la autoridad 
ambiental que: 

 “el ajuste que se pretende introducir en el método de extracción de una parte del material 
estéril en Mina Invierno, en los términos detallados en el presente documento, no constituye 

																																																																				
51 Resolución de Calificación Mina Invierno. 2011. http://seia.sea.gob.cl/archivos/RCA_4326580.zip 
52 Historia de la Ley 20.417 pág 1532-1533 
53 EIA, Proyecto Mina Invierno. Resumen Ejecutivo, p, 2. En línea: 
http://seia.sea.gob.cl/archivos/EIA_Mina_Invierno_-_Resumen_Ejecutivo_-_Rev_0.pdf 
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un proyecto o actividad a los que se refiere el artículo 10 de la ley 19.300 sobre Bases 
Generales del Medio Ambiente y sus modificaciones, ni se trata de un cambio de 
consideración en los términos que señala el literal g) del artículo 2 del Reglamento del 
SEIA, por lo que es posible concluir que no existe mérito suficiente para que el ajuste 
antes descrito sea sometido al SEIA.”54 

Es decir, al poco andar del proyecto, y pese a que en el procedimiento de evaluación se le 
consultó por las tronaduras, el titular pretendió agregarlas a su proyecto eludiendo 
completamente la evaluación de las mismas. Afortunadamente, el Servicio de Evaluación 
Ambiental con fecha 17 de julio del 2014 resolvió que la incorporación de Tronaduras sí debía 
ingresar al SEIA, puesto que: 

 “la modificación al Estudio de Impacto Ambiental del proyecto “Mina Invierno”, informada 
mediante carta de los Señores Guillermo Hernández y Jaime Inzunza, en representación de 
Mina Invierno S.A., de fecha 23 de mayo de 2014, requiere de ingreso previo y 
obligatorio al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, reglado por la Ley 
N°19.300 y su respectivo Reglamento, por constituir un cambio de consideración, sobre la 
base de lo razonado en la parte considerativa del presente acto.”55 

No obstante ello, el titular decidió que el ingreso a evaluación solo correspondía a una 
Declaración de Impacto Ambiental por no considerar que se produjesen los efectos del artículo 
11 de la Ley 19.300. Con este objeto realizó dos intentos mediante DIA que nuevamente 
entregan información sobre las evidentes intenciones del titular:   

a) El día 10 de marzo de 2015, Mina Invierno ingresó al SEIA, una DIA con el objeto de 
incorporar tronaduras como un método complementario en la extracción mecánica de 
estéril, mecanismo que no garantizaba la Participación Ciudadana, ni un estudio 
acabado de los impactos socio-ambientales del proyecto. Los argumentos para su 
ingreso fueron: “mejorar los niveles de productividad de la operación” ya que el 
“material estéril presenta niveles de dureza superiores a lo esperado”.56 Lo 
anterior, pese a que Mina Invierno contaba con informes sobre el yacimiento de 1) 
CORFO (en los años 80); 2) de BHP Billinton (principios del 2000); y 3) los propios de su 
Estudio de Impacto Ambiental. Ciertamente cuesta creer que todos los informes 
presentados erraron en calcular la dureza de las rocas para llegar al manto de Carbón, 
de tal manera que la factibilidad para extraerlo con palas mecánicas fuese imposible, 
toda vez que aquella es información básica de un proyecto minero.  

																																																																				
54Solicitud de pertinencia: 
http://seia.sea.gob.cl/pertinencia/archivos/Enviar_por_correo_electronico_un_archivo_PDF_a_color_1.PDF 
55Resolución pertinencia: 
http://seia.sea.gob.cl/pertinencia/archivos/Res_191_Pertinencia_Tronadura_Mina_Invierno.pdf 
56 Mina Invierno. 2015. Mina Invierno Ingresa Declaración De Impacto Ambiental Para Incorporar Tronaduras de 
Baja Carga. http://minainvierno.blogspot.com/2015/03/mina-invierno-ingresa-declaracion-de.html 
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Cabe consignar que El día 28 de abril de 2015, el SEA resolvió dar “término 
anticipado” a esta DIA por carecer de información relevante para ser evaluada.57Es 
decir, el titular nuevamente intentó dejar fuera información para que esta no fuese 
evaluada ambientalmente58. 

b) El 6 de noviembre de 2015, Mina Invierno vuelve a ingresar una DIA para incorporar 
tronadura como método complementario en la extracción mecánica de material estéril en 
Mina Invierno. En esta DIA se insiste en que el objetivo es mejorar la productividad de la 
minera indicando en específico que: “Las acciones asociadas al desarrollo de 
tronaduras, como método complementario de remoción de estéril, perfeccionarán la 
estrategia de extracción mecánica mediante palas hidráulicas utilizada actualmente, 
lográndose una mayor eficiencia en las faenas mineras, dado que este método permitirá 
fracturar el material (principalmente areniscas grises y parte del glaciofluvial) con mayor 
facilidad y alcanzar los niveles de productividad considerados en el plan minero original 
del proyecto Mina Invierno.”59 

¿Cómo puede ser que Mina Invierno proyectara su vida útil para 12 años con un nivel de 
productividad determinada, y al tercer año desde su aprobación (y probablemente mucho menos 
desde el inicio de ejecución de las obras) haya descubierto que la roca estudiada y evaluada 
poseía mayor dureza de la estimada y que no alcanzaba la productividad esperada? ¿Cómo se 
explica que además haya declarado que no utilizaría tronaduras y luego sin haber alcanzado ni 
la mitad de la vida útil del proyecto haya intentado incorporar las tronaduras sin evaluarlas 
primero, luego las haya sometido a evaluación sin considerar importantes aspectos a evaluar y 
finalmente haber incluido a evaluación negando tajantemente cualquier impacto del artículo 11?  

Las tronaduras son un mecanismo que cambia completamente la lógica de extracción en la Mina 
Invierno, y que ponen en riesgo al menos a) los sistemas de vida de la comunidad ligada a la 
ganadería (por el impacto acústico en la fauna), b) los hallazgos paleontológicos y 
paleobotánicos que se encuentran exactamente en rajo de la Mina Invierno, y c) que aumenta la 
cantidad de emisiones de gases de efecto invernadero. Todos estos elementos eran suficientes 
																																																																				
57Servicio de Evaluación Ambiental. Término anticipado: 
http://infofirma.sea.gob.cl/DocumentosSEA/MostrarDocumento?docId=57/51/16448152b26967699b81440867b3723
da819 
58 En específico la resolución de termino anticipado indicaba entre otras cosas que:  a) el análisis de dispersión y 
depositasión del material particulado (MP) se encontraba subestimado, porque no existía una evaluación sinérgica 
de las otras fuentes de emisión y no presentaba un modelo de dispersión; b) en relación al impacto acústico, que no 
se determinó el área de influencia del proyecto y tampoco consideró los efectos sinérgicos de otras fuentes 
emisoras, debiéndo considerarlas en su peor escenario; c) el proyecto no acompañó antecedentes del componente 
“fauna”, por lo que no era posible analizar y descartar el nivel de afectación sobre especies en distintos grados de 
conservación; d) el titular no reconocía, y en consecuencia, no describía en términos generales, la presencia de 
grupos humanos en el área de influencia del proyecto; e) que no existía informe consolidado sobre estudios 
realizados en la zona en referencia a la arqueología o asentamiento de grupos humanos, siendo una zona de alta 
concentración de sitios arqueológicos y de confluencia de los pueblos Kawésqar y Tehuelche; y por último f) que el 
proyecto no contemplaba la suma de los impactos provocados por la modificación y el proyecto con RCA vigente. 
59Declaración de Impacto Ambiental. 2015. "INCORPORACIÓN DE TRONADURA COMO MÉTODO 
COMPLEMENTARIO EN LA EXTRACCIÓN MECÁNICA DE MATERIAL ESTÉRIL EN MINA INVIERNO" 
http://seia.sea.gob.cl/documentos/documento.php?idDocumento=2130899783 
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para que el proyecto fuese evaluado mediante un Estudio de Impacto Ambiental, para que el 
proyecto efectivamente se hiciera cargo de sus impactos y estableciera medidas de mitigación, 
compensación y reparación adecuadas mediante sus respectivos planes. Sin embargo, con una 
actitud insistente y reiterada y pese a que la preocupación por las tronaduras se planteó 
directamente al titular, este ha intentado evaluar todos sus impactos. A mayor abundamiento la 
Comisión de Evaluación hizo eco de la falta de información y los impactos negativos de la 
actividad razón por la que rechazó el proyecto, sin perjuicio de la errada resolución posterior que 
estamos reclamando en esta presentación.   

Finalmente, cabe consignar que tal como lo ha planteado el mismo Titular la dependencia de la 
Mina de las Tronaduras es evidente. El mismo titular se ha encargado de dar cuenta de ello 
amenazando el cierre de las faenas de no contar con las tronaduras. Ello sumado al corto tiempo 
entre la aprobación del proyecto original y el proyecto Tronaduras, da cuenta de que son 
proyectos que se necesitan entre sí para subsistir. Es decir, que aplica entre ellos el criterio de 
necesidad económica entre las distintas partes de un proyecto, el que ha sido utilizado tanto por 
la Ley de Política Ambiental (NEPA por sus siglas en inglés) en Estados Unidos, como por la 
Corte Suprema en el caso conocido como "Castilla", donde si bien la Corte no habló de 
fraccionamiento pues la norma aun no operaba, sí señaló que uno de los criterios para 
determinar que un proyecto debía ser evaluado como uno solo, era la necesidad entre sus 
distintas partes componentes. En esta línea indicó que: 

 “(…) resulta inconcuso afirmar que ambos proyectos están relacionados, puesto que el 
principal sitio del puerto está destinado precisamente a la recepción de petróleo y carbón, 
que serán utilizados como insumos en la Central Termoeléctrica. Además, en el proyecto 
Puerto, se reconoce que ya existen pre-contratos con la Central Termoeléctrica, de modo 
que la vinculación entre uno y otro, es evidente. / A lo anterior se suma, que tal como fue 
reconocido en las audiencias de conciliación, la existencia de la Central no es posible sin el 
puerto, de lo contrario esta última no tiene forma de abastecerse y el puerto sin la central, 
no resulta viable económicamente, por cuanto su principal cliente, según se ha reconocido, 
es precisamente, la Central. Por otra parte, los titulares de los proyectos expresaron que 
éstos utilizarían combustible de carbón, no diésel.” 

En la misma línea Fernando Dougnac ha expresado que:  

“Ahora bien, si ese proyecto ha sido elaborado como un todo, esto es, que no pueda 
lograrse su objetivo económico sin una parte de él, no estamos en presencia de un 
proyecto que pueda realizarse por etapas (inciso final del artículo 11 bis de la ley Nº 
19.300) dado que cada una de esas etapas pueden y deben sustentarse en si mismas, 
como ocurriría en el caso de una fábrica que primero construiría una unidad para un 
determinado número de artículos, pero espera llegar en un tiempo determinado a una 
cantidad superior mediante sucesivas ampliaciones. Pero si se trata de un proyecto único, 
esto es, donde éste no puede lograr su finalidad económica sin la existencia de partes 
esenciales para su funcionamiento, él debe ser presentado para ser evaluado en su 
conjunto. Si ello no ocurre así, nos encontramos en la hipótesis prohibitiva que plantea el 
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inciso primero del artículo recién citado, esto es, el “fraccionamiento” de un proyecto que 
pretende eludir el ingreso de ese todo al Sistema de Evaluación Ambiental.”60  

Por todo lo antes señalado no cabe duda que estamos frente a un proyecto que cumple con los 
requisitos establecidos en el artículo 11 bis para ser considerado como un proyecto fraccionado.  

5.3. Sobre la potestad del sea para referirse al fraccionamiento y el deber de 
coordinación de la administración  

Dicho todo lo anterior, es preciso señalar que los considerandos que se refieren a las 
observaciones de fraccionamiento en la resolución del Director Ejecutivo reclamada, no realizan 
ningún tipo de análisis sobre el cumplimiento o no de los presupuestos para configurar el 
fraccionamiento. Por el contrario, se limitan a señalar que la autoridad competente para referirse 
al fraccionamiento es la Superintendencia del Medio Ambiente.  

Esta parte está conteste con la autoridad ambiental en que el artículo 11 bis entrega facultades 
para determinar la existencia de fraccionamiento a la SMA, en tanto es el organismo fiscalizador 
de la institucionalidad. Sin embargo, ello en ningún caso acota las potestades y deberes que 
recaen en el SEA (máxime si se considera que el artículo 11 bis lo incluye expresamente en el 
procedimiento debiendo existir informe previo).  

Sobre esto, es evidente la capacidad de la Superintendencia cuando estamos frente a una 
elusión del sistema y cuando existe una RCA, verificándose la existencia en el sistema jurídico 
de dos proyectos fraccionados. Sin embargo, su posibilidad de incidencia cuando el proyecto 
está en evaluación se difumina si es que no se hace una interpretación integral y razonable de la 
normativa aplicable que mire a la integración de la institucionalidad ambiental y en especial al 
principio de coordinación. Ello dado que como señalan Cristóbal Osorio y Camilo Jara, citando 
una Sentencia del Ilustre Segundo Tribunal Ambiental de Santiago, Rol N° R-77-2015, el límite a 
la competencia de la SMA es la falta de instrumentos de carácter ambiental en virtud de los 
cuales pueda ejercer sus facultades de fiscalización y sanción.61  

Ante la imposibilidad de la SMA obligar a un proponente a ingresar adecuadamente al SEIA una 
vez identificada la hipótesis de fraccionamiento de proyecto por variación del instrumento de 
evaluación, mientras el procedimiento de evaluación ambiental se encuentra actualmente en 
tramitación (porque aún no existe RCA y por tanto instrumento de carácter ambiental), la 
conclusión no puede ser otra que la exigencia de una actitud proactiva por parte del SEA en 
orden a velar por la evaluación íntegra del proyecto fraccionado, derivando los antecedentes a la 
SMA, o continuando con la evaluación y en consecuencia, evaluando desfavorablemente el 
proyecto si el proponente no se hace cargo de, por ejemplo, los impactos acumulativos del 
proyecto fraccionado, a objeto de demostrar la inexistencia de los efectos, características o 
circunstancias de cualquiera de las letras del artículo 11 de la Ley N° 19.300. Lo anterior en 
																																																																				
60 DOUGNAC, Fernando. La importancia de la consideración de la sinergia económica en la Evaluación Ambiental 
de Proyectos. En línea: http://diarioconstitucional.cl/articulos/la-importancia-de-la-consideracion-de-la-sinergia-
economica-en-la-evaluacion-ambiental-de-proyectos/  
61 OSORIO, Cristóbal y JARA, Camilo. “Fiscalización y sanción administrativa ambiental”. Editorial Librotecnia. Año 
2017. Página 86. 
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ningún caso significa exceder las facultades entregadas al SEA, pues solo da cuenta del objetivo 
central del SEIA: proteger el medio ambiente.  

A mayor abundamiento, y como se mencionó, sobre la Administración recae del deber e 
coordinación consagrado en el artículo 5 de la Ley 18.575, de Bases Generales de la 
Administración del Estado, el que indica que “Los órganos de la Administración del Estado 
deberán cumplir sus  cometidos coordinadamente y propender a la unidad de acción, 
evitando la  duplicación o interferencia de funciones”.  Sobre él la Contraloría en su Dictamen Nº 
91166 de 2014 señala que:  

“(…) la coordinación es un deber jurídico, y no una mera recomendación, que el 
ordenamiento jurídico impone a los entes públicos, con independencia del carácter 
autónomo, personificado o centralizado de que estén revestidos, para que estos la ejecuten 
en el estricto marco de la competencia que a cada uno le corresponde y, en esta 
perspectiva, se trata de un principio general que informa toda la organización 
administrativa.” 

El deber de coordinación es especialmente vinculante cuando se trata de organismos que 
comparten competencias como es el caso de los organismos con competencia ambiental. En el 
SEIA dicha coordinación es parte medular de su ejecución ya que una vez ingresado un 
proyecto, corresponde al SEA remitir los antecedentes a los diferentes organismos sectoriales 
para que se pronuncien en cada una de las etapas en que sea necesario, sobre la conformidad 
del proyecto a la Ley y no hay forma de que los organismos sectoriales se enteren de lo que va 
sucediendo si no es por esta remisión de antecedentes.   

Misma lógica debe aplicarse cuando se trata de la sanción por fraccionamiento, o cualquier otra 
acción en la que tenga injerencia la Superintendencia y pueda ser identificada por el SEA. El 
deber de coordinación exige que si el SEA identifica la existencia de una posible infracción, 
remita los antecedentes a la Superintendencia, de tal forma que esta pueda conocer del asunto y 
formular cargos si es que efectivamente se ha generado la infracción. La omisión de ello implica 
una vulneración de dicho deber e impone a la Superintendencia un estándar que no es exigible, 
ya que implicaría que esté constantemente revisando los proyectos que ingresan al SEIA. 

En otras palabras, nadie espera que el SEA aplique la sanción o investigue el asunto. Sin 
embargo, ello no puede significar que ante la posibilidad de la infracción, que ha sido denunciada 
incluso en la participación ciudadana, el SEA pretenda no realizar ninguna gestión y 
simplemente se dedique a esperar a que la Superintendencia, por azar se de cuenta de la 
infracción denunciada.  

En este mismo sentido, Javier Naranjo sostiene que en su rol de administrador del SEIA, al SEA 
le corresponde, si sospecha de un eventual fraccionamiento, consultar a través de los 
mecanismos que establece la ley (arts. 14 y siguientes Ley N° 19.300) al proponente del 
proyecto y llegar a tres posibles conclusiones: a) Que puede haber infracción al artículo 11 bis de 
la Ley 19.300, para lo que deberá remitir los antecedentes a la SMA; 2) que estime que hay un 
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eventual fraccionamiento y calificar en base al mérito del proyecto y; 3) que persista su duda y 
sea finalmente la Comisión de Evaluación la que califique desfavorablemente el proyecto.62 

Ninguna de las tres opciones considera que la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo o 
Comité de Ministros considere que por ser potestad de la Superintendencia no pueda referirse al 
tema. Lo que es lógico porque dicha conclusión no hace sino dar cuenta de un abandono de 
deberes por parte de la autoridad evaluadora y una vulneración al principio de coordinación 
administrativa.  

En esta misma línea, Pablo Méndez señaló que en razón de que el SEA es el administrador del 
procedimiento de evaluación ambiental y el coordinador de los organismos de la Administración 
del Estado que participan de la evaluación (según el artículo 8, inc. 5° y el artículo 81, letra a), 
ambas de la Ley N° 19.300), resulta carente de toda coherencia que sea la SMA el organismo 
llamado de definir cuándo se ha vulnerado la prohibición de fraccionamiento de proyectos al 
interior del SEIA, tipificada en el artículo 11 bis de la Ley N° 19.300.63 

La propia Contraloría General de la República ha concluido que la “(…) obligación de no 
fraccionar los proyectos está plenamente vigente, correspondiendo a la Comisión de Evaluación 
del artículo 86 de la ley Nº 19.300 o al Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, 
según sea el caso, efectuar una verificación rigurosa de la vía de evaluación que debe seguir el 
proyecto sometido a calificación ambiental, conforme a lo previsto en el artículo 14 ter de ese 
cuerpo legal, y devolverlo o rechazarlo, si aquél ingresó a través de una declaración, debiendo 
haberlo hecho a través de un estudio de impacto ambiental, con arreglo a lo dispuesto en los 
artículos 14 ter y 18 bis de la anotada ley.”64  

A mayor abundamiento, en una asesoría técnica parlamentaria de fecha 26 de mayo de 2017, se 
indicó expresamente la necesidad de coordinación que debe haber entre el SEA y la SMA en 
caso de fraccionamiento por variación del instrumento de evaluación. En efecto, se señaló que  

“a) Ingresada una DIA al SEIA, si fuera evidente el EIA, el SEA debe poner atajo a la 
irregularidad a través de inadmisibilidad, IRE o rechazo de DIA. b) Si no fuera evidente el 
EIA, el SEA suspenderá la evaluación y remitirá antecedentes a la SMA para que determine 
si hay fraccionamiento. c) Acreditado el fraccionamiento, la SMA requerirá el ingreso 
adecuado al SEIA e instruirá un procedimiento sancionatorio si corresponde. d) Sobre la 
base del pronunciamiento de la SMA, el SEA reanudará la evaluación.”65 

																																																																				
62 NARANJO, Javier. “El problema del fraccionamiento en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental”. Revista 
LWYR. (Disponible en: http://www.lwyr.cl/opinion/el-problema-del-fraccionamiento-en-el-sistema-de-evaluacion-
ambiental/). 
63 MÉNDEZ, Pablo. “Algunas precisiones sobre el término anticipado del procedimiento de evaluación ambiental”. 
Revista de Derecho XXIX N° 1. Valdivia. Año 2016. Página 152. 
64 Dictamen N° 60.563 de 2012 y Dictamen N° 38.581 de 2013. 
65 Fraccionamiento de Proyectos con Impacto Medioambiental. Departamento de Estudios, Extensión y 
Publicaciones. 26 de mayo de 2017. Asesoría Técnica Parlamentaria. (Disponible en: 
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/24568/1/Fraccionamiento_de_Proyectos_con_Impacto_Medi
oambiental.pdf). 
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De todo lo anterior es evidente que el razonamiento sostenido por la resolución impugnada es 
errado y significa el abandono por parte de la Administración de los deberes de coordinación y 
de protección del medio ambiente a ella encomendada.  

POR TANTO; 

RUEGO A S.S. ILUSTRE admitir a tramitación la Reclamación del Artículo 17, número 6) de la 
Ley 20.600, en contra de la resolución Exenta N° 1113/2018 del Director Ejecutivo del Servicio 
de Evaluación Ambiental, conocer de ella y en definitiva dejarla sin efecto, manteniendo la 
decisión de la Comisión de Evaluación Ambiental de la Región de Magallanes y la Antártica 
Chilena de rechazar la autorización del proyecto “Incorporación de Tronadura como Método 
Complementario en la Extracción Mecánica de Material Estéril en Mina Invierno”.  

 

PRIMER OTROSÍ: Ruego a SS. tener por acompañados los siguientes documentos: 

tener por acompañados los siguientes documentos: 

- Copia autorizada con firma electrónica avanzada de Mandato judicial y administrativo 
orogado por Gregor Stipicic Escauriaza, Maria Javiera Stipicic Escauriaza y Ana Pilar 
Stipicic Escauriaza a los abogados Ezio Costa Cordella y Diego Lillo Goffreri, con fecha 
13 de febrero de 2018, ante el Notario Público Titular de la 3ª Notaría de Punta Arenas, 
don Evaldo Daniel Rehbein Utreras, en repertorio Nº 344/2018 

- Mandato judicial y administrativo otorgado por Gabriela Simonetti Grez y Victoria 
Belemmi Baeza. a los abogados Ezio Costa Cordella y Diego Lillo Goffreri, con fecha 16 
de febrero de 2018, ante la Notario Público Titular de la 21ª Notaría de Santiago, doña 
Myriam Amigo Arancibia, en repertorio Nº 2587-18. 

- Estudio de impacto acústico por actividades mineras (Estancia Anita Beatriz), de Juan 
Acuña Cartes, ingeniero acústico de la Universidad Austral de Chile. 

- Informe sobre la evaluación del impacto acústico del proyecto “Incorporación de 
tronadura como método complementario en la extracción mecánica de material estéril en 
Mina Invierno”, Juan Acuña Cartes, ingeniero acústico de la Universidad Austral de 
Chile. 

- Informe “Paleontología en Hacienda Invierno”, de la Dra. Fernanda Salinas Urzúa 

POR TANTO; 

RUEGO A S.S. ILUSTRE; tener por acompañados los documentos señalados. 

SEGUNDO OTROSÍ: Ruego a SS., en ejercicio de las atribuciones que el artículo 24 le otorga a 
este Ilustre Tribunal, decretar la suspensión de los efectos de la Resolución 1113/2018 del 
Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, pues ante la manifiesta falta de 
información con que el proyecto “Incorporación de tronadura como método complementario en la 
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extracción mecánica de material estéril en Mina Invierno” fue aprobado por parte del reclamado, 
el riesgo de ocurrencia de los impactos son graves e inminentes, sobre todo en relación al 
componente paleontológico. 

POR TANTO; 

RUEGO A S.S.; acceder a lo solicitado decretando la medida cautelar señalada. 

TERCER OTROSÍ: Ruego a S.S. Ilustre tener presente que vengo en señalar como forma de 
notificación las siguientes casillas de e-mail: costa@fima.cl, lillo@fima.cl. 

POR TANTO; 

RUEGO A S.S. ILUSTRE; Tener por señalada la forma de notificación. 

CUARTO OTROSI: Ruego a SS Ilustre, tener presente que actuamos en estos autos a nombre y 
representación los reclamantes individualizados en lo principal, conforme a los mandatos 
judiciales suscritos por escritura pública cuya individualización y copia se encuentran 
acompañados al Tercer Otrosí de esta presentación, haciendo presente además que por el 
mismo acto, nos han sido conferidas las facultades señaladas en el Artículo 7° del Código de 
Procedimiento Civil. 

POR TANTO; 

RUEGO A S.S. ILUSTRE; tener por conferido el patrocinio y poder.  
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